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ÁóüüR-ób* i' s EN TENCIA Nú M ERo

ciudad de AsLrnción. Capital de la República del Paragua y, uto, /h.
es cle febrero del año dos mil dieciséis, estando reunidos en la Sala de

de la Sala Constitucional de la Corte Suprerna de Justicia, los

dos integrantes circunstanciales de dicha Sala, Dres. Juan Carlos Paredes

Bordón, Carmelo Castiglioni y la Abog. Fulvia Imelda Nirñez de Vera y Aragón,

que constituyen en el presente caso, la Sala Constitucional de la Corte Suprema de

Justipia, ante 1a inhibición de los integrantes nattrales de la Sala, asi como los

demás Ministros de la Corte Suprema de Justicia, ante mi el secretario autorizante,

se trajo al acuerdo el expediente caratulado: ACCION DE

INCONSTITUCIONALIDADI "GLADYS ESTER BARE.IRO DE MODICA C/

ART. 19" DE LA LEY ó09/95 Y ARTS. 3'Y 5o DE LA LEY 1634/00", a fin de

resolver la acción de inconstit¡cionalidad promovida por la Dra Cladys Ester

Bareiro de Módica, en su carácter de Ministra de la Corte Supretna de Justicia.

F r = previo estudio de ios antecedentes, los integrantes de la Sala Constitucional

$,EE¿. la Cone Suprema de Justicia, resolvieron, plantear y votar las sigtllentes

í # Ícuestiones:
;o-:
ÉsP
g\É ü l_ Es procedente la acción de inconstitucionalidad deducida?

.e '_- {
E::- Realizado el sorteo a los efectos de determinar el orden votaciÓn de los

,l € 4 int.*untes de la Sala Penal de Corte Suprema de Justicia, el mismo arrojo el
,.E¿'= - sistúenre orden. PAREDES BORDON, CASTIGLIONI, NUNEZ DE VERA Y

ARAGON:

CUESTION PREVIA, y el Dr. Juan Carlos Paredes Bordón dijo; antes de

entrar a anal izar y resolver la cuestión planteada" considero necesario referirnos a

una cuestión prelirninar señalada por el Ministerio Publico en su dictamen N" 1794

<le fecha 23 de diciembre de 2015, el cual es indudablemente inducido por un ltecho

La mencionada Acordada, respecto a la sustitución de los Uí";t|tot ¿qtfg,r** -'i

Corte Señala;,4 tt ZI; Al e¡ecto del iamplimiento de los Artículos ru dJ h ú"1\+o.,o'i;
6ü9/95 y 421 del código Prggesal civil, pura los casos de, recusación -l'E;+.

público y notorio, que no necesita ser probado, fut. 249 in fine del CPC'

consistenies en las publicaciones periodísticas en pafiicular el diario ABC Color,COnSlStentgS gn las pUDllCaClOneS perrO{rIStrL:AS cll partluur¿n cr lltdr r\r ¡nJ\- \- \rr\/Z/¡ t\'

respecto a la legalidad de la integración de la presente Sala Constitucional de.,Ia..- ',i].;,

zCorte Suprema de Justicia, la cual, según dicho periódico y la c'onsecu*tt,.-.=-r, ll.ii
acotación del Ministerio Prrblico" se habria conformado en violaciÓn de,l¡9 nodtrfds¡;i -"i' I ii
de la Acordada 4641200'1.y el Art. l0 de la Ley ó09 Orgánica de ta Corffifffiai ';,r;; ,il
deJuslicia. ,l[ll{Jr,:!..i.iirl,,:rirÍii

!;m:l'ili f ";;

*,fl,^*".#

excusu¿ión, el orden de susfrilíifi de los Ministtos de las srúns de Io cotte

Supremu de Justiciu, eÍj Sflta elpstifucionul: Primera Sala, Sala Civil y
Cimercial: Segtnda Sqia,..Sata ,Penhl: Tercera SaIu Dicho orden no indica

"!
prelación y se basa enfld"dispuesn:eh los Capítulos II, íil, y IV de la Ley N'
-f,{fl/fffi '.'f¡e organizli.ls Corte Su4y.ma de Jttsticia". lj.k .*":t::':: :

¡: ' L¡r Yirf&

#F,

F--

ii

r,ryiffi,W{?;:iwz,:; feto de trstsmiento



plenarto el sasütuto serd nombrado de co¡tformidad eon las reglas de sastitución

rlispuestas por el CóúiSo de Orgunización Jadicial (Ley N" 879/81, Art' 200' inc'
u), integrándose Iu Corte eon los Magishados del Tributtrtt conespondpnte. p

ffit a la maleria de que se ttule.

Corno se observa la Acordada en e1 mencionado Artículo establece

prirneramente una numeración para cada saia" la cual se aclara no implica un orden

de prelación de las mismas, sino que sirnplemente lo hace a los efectos de dar

cumplirniento a los capítulos II, II y IV de la Ley N" 609/95. La numeración de

cada sala es realizada con la finalidad de la integración de ias mismas en dicho

orden en casg de que algullo de los rniembros de éStaS se aparte de la causa o se

haga lugar a su recusación. En dichos supuestos fácticos se procederá a integrar de

la Sala Constitucional a la Civil, de la Civil a la Penal y de la Penal nuev'amente a

la Constitucional, de manera a que esta integraciÓn inter-salas posibilité siempre la

conformación de cada sala del lnáximo lribunal.

En segrmdo término, el artículo 2l de la AcordadaN" 464 de fecha 26 de

junio de 2007, establece corllo se integrará 1a plenaria de ia corte eu caso de

inhibición de uno de sus tniembros o de recusaciÓn a alguno de ellos (siernpre que

se hiciera lugar), en dichos supuestos fácticos, taxativamente se ilnpone que la

plenaria será integfada de conformidad a 1o preceptuado por el articulo 200 inciso a

del Código de Organización Judicial, el cual dice en su parte pettinenfe: ".-.lin los

casos de susencia, intpedintento, recusación de los,iueces y.fttrtcionario'r iwlicialcs.
ésfo,s serán sustiluidr¡s en prüner térmi.no por los de igual ierarquía y dc la misna

conrpetencig, 0 en su defccto, de olras. La su|stitución se harri conlbrme a las

,tigiientes reglas: a) Los Mugktrados de Ia Corte Suprema de Justicia serán

sgstifttidos por los Miembros de ios Tributtales de Apelación y del Ttibunal de

cuenlas, !'sucesivsmente pof los Jueces de P¡ime¡a Insfancia y los Ahogados

tlestgnadas en la.fbrma establecida en el anículo .tiguiente " " '

La razón por la cual la segunda parte del aÍicuio 2l de la Acordada

lnencionada hace- la aclaración especifica de "plenaria", radica en el hecho de que

la misma presupone que la integración de cada sala de forma individual en todos

los casos po. putt" de aiguno de los Ministros integrantes de las restantes salas,

empero, en caso de la plenaria inexorablemente la misma al apaltafse o ser

uputtudo uno de los ministros atneritará ser integrada por un miembro de un

Tribnnal de Apelación, afín a la materia qtie se tfate, razón por la cual, realiza la

rernisión **p.étu al articulo 200 inciso a del código de organizaciÓn Judicial

sin ernbargo, en la práctica acontece que ante 1a imposibilidad de rntegración

de las Salas de forma singular con los otros Ministros de la máxima instancta

judicial,, por inhibiciÓn o recusación en cuyo supuesto no qgeda otra forma de

llenur dicha laguna que la aplicación analógica de la segunda parte del articulo 21

que regnla el caso de las plenarias. Debiendo en consecuencil^en :.To .{"
irnposiüitiOaC de integración dr; las salas remilirse :xpresl:n.e?te 

a\$ e1[blecido

poi el arlículo 200 irrciso a) del CÓdigo de Organización Judicial.
.:

¡
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ffi:t¿io';i""é de forma genérica la integración con algún miembro

al de Apeiació', y siendo una directiva prirnigenia en mat€ria de

de la ley, que el intérprete no discrimine donde el legislador no lo

a de urtegración regulaáa por la Acordada 4ó4 en su artículo 21 y el

sanización Judicial en su afticulo 200 inciso a) no establece ttn orden

,ulá y .n cuanto a la materia. solo señala que debe haber aflnidad'

En ese sentido seÍialemos la inconstitucionalidad es Lu'ta materia que abarca

todo los fueros jurisdiccionales sin excepción, por 10 que en estas acciones, la

integración se realiza en fcrrma genérica a cualquier rnie.-1-!r9 de^urr.Tribunal de

Apeiación, en prirner término, y en caso de imposibilidad fáctica, esto es

apartamiento deiodos los miembros de tribunales de apelaciÓn de todos los fueros,

<l'erivarse la cuestión a los miembros del Tribunal de c uentas, y si atln asi uo se

logra la integración, pasar a losjueces de primera instancia. Entonces el orden legal

establecido, pafa una acción de inconstitucionalidad es I 
o) Miernbros de los

= _Tribunales di Apelación, sin distinción de fueros ni salas, 2') Miembros del

i ÉJribunal de Cuenias, 3") Jueces de Prirnera lnslancia'

í!s\sifr: Por su pafte elArt. l0 de laLey ó09 orgánica de la Corte supfema' expresa'

ffinactrsacróNns DE MIEN{BRos DB LASSALAS: Resirá p"': !:::.t:: I:
F Eiipu"rro en el artículo 3o inc. g tle esta ley. Lns salas conocerdn en lu

fi.reiusac¡¡n, etcusaeün e impngnación de ercusacíón de syl,yie-y$:!.1
.¿CONFORMIDAD CON LO PREVISTO EN LA LEGISLACIÓN PROCESAI'

'éliíLEñ u¡rrrue DE MAvoRiA E INTEGRACIuN'

Es decir que la Ley Orgánica de la Corle, se remite en materia de integractÓn

en caso cle inhibiciones a lo previsto en la legislación Procesal civil.

disiordia se usnrü iguul procedimiento previa exclusitin por sor{eo d{ ylien¡fe a' '
Tribunul qae seit sustituído."

,{¡¡¿es iento, señala entonces, que cuando resttlte saria la

El futiculo 42| del cPC, establece el procedimiento para 1a sustituciÓn de

miembros cle los ffibunales de Apelación, en los casos de inhibiciÓn o excusaciÓn

En los siguientes términos: ¿rt izl: Muyoría e integración' Lus resoluciones del

Tribanal serún pronunciudas por mayoría absoluts de votos. En los casos de

iipedimento, ircusación, recisación o ousenci', el presidente del Tribunsl

oticederti a integrurlo automdticamente en el siguiente arden: ptesidenfe' vice-

irttiitni, ,oroí d" lo salu que le sigae en,orden de twno' DESIGNADO aN

MIEMBRO DE OTRA SALA, NO PODruí SERLO NI]EVAMENTE, ANTES

gui to F-1EREN LOS OTROS MTEMBROS DEL MrSMO TRTBUNAL. ti'.1,,r,, 
.

f,udiere lograrse lu integracilín con miembros del rribunul rcspectivo, se lyrti:,:: );.

'con 
los mlembtos del Tribunal de Apelación de Menores, etr Io Laboral, o !,!l!

C¡iminal, en ese orflen, por el mismo ptoeedimiento. Si aun así no se obtuviPft la

itúegración se nombrsrs u iueces de 
-Primeru 

Instancin del mismo fuero, o le lol

fuelos mencionados, por otden tle fitno, !, en su c$so' por abogafus de

conformidud con Io d¡spuesto en el Código di Orgnnización JutliciaL 
.E,n.caso' 

de ' ;:-

te un tribuual debido a la inhibición o recusación de Ltno de sLrs



integrantes, la integración empieza
de Turno, luego el Vicepresidente"
integrantes de la sala que sigue en el

con el Presidente de ia Sala que

¡' el vocal en dicho orden, y
orden.

sigue en orden
Iuego con los

los

Algunos entiendert que el procedimiento irnplica que cada expediente ¿"fg"1";J
pasar por todos los integrantes de cada sala, pero ello no es así, porque entoilies ''
todos los expedientes se rernitirán solo a1 presidente de la sala recargándole de

trabajo mientras que los demás integrantes recibirian solo los que este último no

acepte

Por ello, ei articulo señala expresamente que DESIGNADO tJN MIEMBRO
DE OTRA SALA, NO PODRA SERLO NUEVAMENTE, ANTES QUE LO
FUEREN LOS OTROS MIEMBROS DEL MISMO TzuBUNAL

bsto slgnrflca que tos expeoren¡es en la meoloa que vayan requlnenoo ser

integrados, son remitidos, desde la Corte Suprema de Justicia, a distintos miembros
Esto significa expedientes 1a medida requiriendo

de los tribunales de apelaciones, de acuerdo al orden que resulte de la existencia de

distintos expedientes, en la secretaria donde radica el expediente. Aun tnás, en caso

de inhibición de todos los Ministros de la Corte" la providencia de integración la
suscribe el Secretario de la Sala respectiva de la Corte Suprema de Justicia

Cada magistrado va recibiendo un expediente a la lez, no necesariamente el

misrno que recibió ei que le antecede ni el que recibirá el que ie sucede, y tampoco

es cierto que todos los expedientes vayan primero al Presidente de la Primera Sala

Civil y Cornercial, y al siguiente tniembro solo los que este no acepte y asi

sucesivamente.

En ningún párrafo del Art.21 de la Acordada 464107, del Art l0 de la
Ley 609, del AÉ. 200 del Cédigo de Organización Judicial, ni el Art. 421 del

CPC, se dispone expresa y taxativamente que cada expediente necesariamente
debe remitirse siempre al Presidenfe de Ia Primera Sala del Tribunal de

Apelación en lo Civil, como erróneamente se sostiene en las publicaciones del

diario de referencia, _v por medio del citado periódico se ha instaiado en la opiniÓn

pública, influenciando evidentetnente al Ministerio Publico" a tal punto que ia
Fiscalia General del Estado, se hace eco de esa distorsionada interpretación,

señalándola, aunque sin impugnar la competencia y la legalidad de la presente Sala

Constitucional de la Corte Suprerna de Justicia, por medio de los resoftes

procesales pertinentes.

Es más, la misrna acordada 4641A1 dispone que la integración debe haceJgg

Reiteramos que

esta es rxla materia que
la presente ss trata de una acción de

inficiona todo el espectrojurídico yj



lnstancia, también sin distinción de fuero

Quienes integramos la presente callsa, Somos magistrados de los Tribrrnales

de apeiación de la-Capital, por ende, sin importar 1a Sala y el fuero estarnos eu la

f.ir.ru linea de la sustitucibn de los Ministros de la Corte Suprema de Justicia v"

iut iti,o¿o, a integrar la Sala Consritttcional, no solo en este, sino en todos los casos

en que recibimosixpedientes desde la Corte Suprema de Justicia'

a de Just¡cia
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un fuero Pref-erente o exclusivo por dónde empezar o continuar la

irnico orden que encontramos en el At. 200 del coJ, es qlle la integración

por los Tribunales de Apelación' sin distinción.de tueros' segntr

ñg"ñl;; Tribunales de Cuentas, y luego continuar con los Jueces de Pnmera

con respecto al carácter y los efectos del acto <le integración de las salas de

Corte Suprerna por parte de Mágistrados de Tribunales de Apelación' ya la Corte

Supr.,ru'd. ¡usiicla, por medio del A.I. N" 125'1 defecha2'l de julio de 2015'

diciado en los autos:" tocrlrn coRpoRATIoN C/RES. N',874 DE FECHA 24

DE MAYO DE lggg DICTADA POR L4 SECRETARA DE ASUNTOS

LITIGI\S\SyL'|RES.N,6TDEFECHA6DEJI]LrcDE200IDICTADA
pon u DIRECCION DE lA PROPIEDAD INDUSTRLAI" f,rjo el carácter de

dicho acto, señalando: "que haciendt¡ un raz¡¡na¡ttienlts lógico de las

argumentüctones expuestas par el Magisttatlo impugnante' podemox obsen.ar tlue

el'fundamento del'mismo ie hasa en eIAtL 14 inc' "tt" de la Ley 1752/01 que

iÁiti* la Lq' 1084/97 que regula el ptoeedimiento peril el enjuiciamiento v
remoción úeios magistridos, y"conn y; lo c)cpfeso el proput ilnpugnante, la:itatla

It:y alcanza únicámente i tot 
-magistrados 

¡wliciales, ügentes ./iscales.

píorurorlor"s.fiscales v iueces de pyz, sin hace.r.re(rycil i l': !!:,'':::'i: *^::

por otro lado, soy de la convicción que el magistrado al recibir un expediente

integrar, solo áebá considerar si existen o no causales que leimprdalj:Íg::T
causa, por encontrarse comprendido entre 1as enumeradas en el Ar1. 20 del cPC'

í- ;";; si el magistrado qu" .. separo precedentemente 1o 1ra hecho confonne a

a ley, para en caso contra¡io impugnarla' y de esta"manera h,e afufo.nl ::! :l; s 3r4 iEJi Pal.¡ !r¡ wsJv I

i5¡*t.lSr" en todos los casos en quJ recibiera expedientes de la Corte Suprema de

€,fJusticia, y de otros tribunales.
:¿

'(orte 
Suprem;a d.e Ju"cticia. Comó ls integración de la Sala Penul de Ia CorÍe

Supremi de Justicia, se da por inhibicitin d9 sus miembros ytyrale¡'i::l:':*:^
¡i ,"rolr", expediente ei el casl el Magisnado cumple las funeiones de
'Ministro, no 

- 

paede afectaile tal disposiciótt, dehiendo rechazarse lj!

intpttgnutiún. ' ,:'il{;\i.:.i 1...i:

eueda claro que cuando un.iembyo de un tribunal de apelaciolres, recillo.ltfr' .- r' 'i

e.rpediente de [a Corte Supreüh de Jusliciá,-a fin de que lo integre'.la decisiónqrrb 
'f

adopte, aceptación o no, así¡Como las resoluciones que dicta en el expedieqtg 
*:',,,,.,,, ,:t,j

n,re qe rr¡re la efectua en calidad de Ministro, por ende escapa a la c,o¡qpetenQ4 d-$-l i ., , '.'
ue amplíai



enjuiciamiento ¡ remoción de os nngtstrudos, según la resolución de la Corte
Suprerna de Justica, mencionada precedentetnente.

La rernisión del expediente para integración, es un acto administrativo
realizado por ftlncionarios de la corte, y reiteramos, en caso que ya se hayan

separado todos los Ministros, la providencia de remisión o integración son

efecfuadas por e1 actuario de la s¿rla pertinente, tal y como aconteció en estos autos,

según se obsen'a a fs. 131, en consecuencia no es un acto jurisdiccional.

En conclusión, el orden de sustitución para reemplazar a los Ministros de la

Corte Suprerna de Justicia, en las acciones inconstitucionalidad, es como sigue:

Miernbros de Tribunaies de Apelación, sin distinción de fueros, Tribunal de

Cuentas, .v .Tueces de Prirnera Instancia. El presente expediente, luego de la
separación de todos los Ministros, ha sido remitido en el orden mencionado,
primero a magistrados integrantes de Tribunales de Apeiación, y los mismos, al no

existir causales de separación han aceptado integrar la Sala Constitucionai, por lo
quc no se ha violado ninguna disposición de orden adrninistrativo, ni procesal.

Por otro lado la aceptación para integrar la Sala Constifucional, se da

igualmente en estricto curnplimiento del A¡t. I 36 de la Constitución Nacional
¡efel'ido a la obligación de aceptar 1as acciones de inconstitucionalidad previstas en

el Art. 134 de 1a CN, y que reza: Arl 136: De la Competencia y de la
responsabilfulad de los magistrados: Ningún magistrudo iudiciul qae tengü
con petenciü podrá negarse s entender en ías accioftes o rccursos previstos en los
urtículos anteriores; si Ia hiciere injasfificudamentet sefti enjuicindo, y en su csso
fernovido...

De acuerdo a 1a norma transcripta entonces, es motivo de errjuiciamiento y
remoción, 1a no aceptación para entender en juicios de garantías constitucionales,
contrario sensu, nunca puede serlo la aceptación para entender en dichas caLtsas

Como el .¡uez lrabla en su sentencia, he creído necesario, realizar estas

puntualizaciones para dejar sentada la convicción, que en la confbrmación de la
presente Saia Constitucional de la Corte Suprema de Justicia, no se ha violentado,
por palte de los magistrados que aceptamos integrar la misma, ningtna norma, ni
administrativa ni procesal, ni de orden público, y colno ninguna de la partes, ha

ejercitado los resortes procesales pertinentes de inpugnación de nuestra

competencia, habiendo quedado firmes y consentidas por todas las partes

intervinientes en autos, la actora y el Ministerio Publico, la competencia para
juzgar y resolver la presente acción, asi como las decisiones adoptadas, incluido el
llamamiento de autos para sentencia, corresponde estudiar y resolver la cuestiórydé---' -

fondo. t

A LA CUESTION DE FONDO PLANTEADA, el Dr. JuanCarlos
Bordón dijol se plantea üna vez ante la Corte Suprema de Justi
Constitucional, la resolución de un conflicto sobre el cual ya se

nurnerosas ocasiones, como se verá rnas adelante, y siempre en
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ü Hiii¿ü;; presente, La Dra^ Gladvs Ester. Bareiro de Módica. en su

Vinistra cle la Corte Suprema de Justicia, plantea acción de

Jiá"J tooatu el Art. 19 cie la Ley N' 609/95 "Que Organiza la Corte

.iusticia" y contra los Arts. 3o y 5'de la Ley N' 1634/00'

*Argn*.úta la accionante qtle ha sido designada como 
- 
Mirusffa. de la

Excelentiiima Corte Suprema de j'sticia en fbcha 13 de diciembre de 2010.por

Decreto N. 5605. 
"*u,rudo 

de la Honorable cámara de senadores. señala que: "nos

encontramos ante la ley 5336i 15 qtle otorga ma-v-or claridad y deroga tácitamente el

Árt- rc de ia Ley 609195, al establecer oon meridiana claridad que'...1,a ()arte

suprcnra de Justicia diber,l comunicar inmediatamente al consejt¡ ¿la kt

i|lct|:j^ttrüturuencüsLdequealgúnMinistrohaT,aalcanzaúle!límitetteedud
estahlecitk¡ en el Artícuk¡ iAl ¿"'iu Constitución Naciona!, presefilüre renuncia al

"o,go, 
,o protlujerc ta i.nhabitittacl para el ejercickt del' cargcl Ü |nuertc o |uasc

?. aleclara¿kt (:esünte en el catgt prsr .inicitt político' prcduciéntlose ton ellt¡ l¿t

:1,::^;-;;; ,t) tn,u,n,r,tiv,.sala.,.'- Esta norma especial lo que hace, de tnanera! i &acanc¡a dc la respcctiva sala .. .' . Esta norma especlal lo que nace, oÉ III¡luEr.r

NS;;;;i.: es reglamentar el Art' 2ól de la tTu'.llrcju:-f::,i',:i',::"i:f:il1:
i rg;;ü; i;-té.;ir; tegistatira y el principio de temporalidaf reqistativa, r11¡

,gE il;;;'iu upli.u.iOn favárable de la nonnariva secundaria ante la primaria. y nos

1E*;;".-l'l; i,,'i"mentación r1e la norma especial ante la general""' "Con estas\ \N É : ft"ise la itnplementación de la norma especlal ante ra generar ... LU' cstd)

\\ E i for.ili"".r o"dernos sostener que ttn Ministro de la Corte Supretna de Justicia dura
l"Éj Éilil"f'*.i";r hasta los zs á¡os de edad, en concordaucia con el Art 2ó1 de la

Constirución Ñacional y de la ley 5336/1 5. Por tanto, el Art lg de la Ley,ó09i95 no

constituye una nofma que afécrc sólo el derecho de personas perf'ectamente

individualizadas, sino que se trata, de rura norma de calácter general que reglamenta

;i ¡d" de desig'nacióri d" 1o, Ministros de la Corte Suprema de Justicia, debido a

q,re afecta directamente a la Estructura y organización del Estado Paragttayo,

imponiendo parámetros arbitrarios de legalidad a la dtración del rnandato conferido

constitucionalmente".-

con relación a los articulos 3o y 5o de la Ley 1634/00 señala: "En atellción ¿l

derecho de inamovilidad en el cargo de Ministro de la Corte Suprema de Justici¿r'

."nt¡t*"."" las disposiciones e$áblecidas en el altic*lo 5o cle la Le-v- 1ó34i00' en

concordancia con el artículo 252 de la ConstituciÓn Nacional, me encuentro ante la

posibilidad de ser agraviada por parte del consejo^de la Magistrahfa, en e1 sentido

á" qu" 
"f 

citado órg-ano haga uso de los artículos.3o y 5o de la citada ley y proceda

de oficio a una convocakria ylo selección del cargo qile vengo ostentando,

apartándose de los delineamientos de la Ley 5336/i5, constitucionales vigentes 1'

citados con anterioridad"'.

en estrrdio, f a accionante sostiene: " Iin este . senti¿*¡, dt'hemot mcncirna¡,

inierprefacioncs coítstitucbnales en las cqnles se declara.rye el An; ll
Con.rtinrcain Nacional establece los límttqi rle etlad paru el eietcicitt de

En base a los artecedentes jurisprudenciales' eu los qne se ha tratado

ucitmal el Art: 19



( ) P I N t( )N t )t i t, l,l t N t,\'t'li R t ( ) P l'j H Ll('( ) :

El rninisterio Publico, por medio del Fiscal Adjunto Augusto Salas coronel.
encargado de atención de vistas y traslados dirigidos a la Fiscalia General del

Estado, emitió el Dictarnen de N' 1794 de fecha 23 de diciembre de 2015, en ei cual

en primer término reconoce la competencia exclusiva de la Corte Suprema de

Justicia como intérprete de la []onstitución Nacional, en base al Afi. 247 de la
tl] tstna.

En segundo 1ugar, señala quc: "la presente acckin se enürentra plenamenta

vigente, es decir no ha pre,scrito en atención a la disposicirin del Art. 5-5 I del CP(1,

r¡uc señula quc la scción contra üctos nonnativr¡s dc caructer general no

llrescrihefl. )) como las dispctsicktnes alacada,r de ¡r¡constiütcionales en la prcscnle,

son ¿lc carúctcr ¡ns!.itucionü1, y cottstiÍtt1;ctt üctos noft ativos clc caráciur general e

impersonal !-a qlte ¿stdn referidos en fomta gencral a lo,t ltlinistros cltt ta Oor¡e

Suprama dc ,lusticia. como integranlcs de untt institttción, así coÍtto ot ros

nngistrafuts judiciales, la actrtra al promrner la ptesente a<:ción en su cürácter de

minislra d.e la ()orte Sttprema cle.Jttsticis. clatamanl.e la acción n0 sc cncuanlra
prcscripla."

En tercer lugar, al analizar la pretensiÓn de la accionante, sel-iala que.' "/-tr

cs|ructnrú notnwl.iv-d c:ottstilucional, ha previsto que el arl ículo 252 otorgue el

hcneficio de la ina¡norllidad a m{tg¡strados Jud¡ciales, en tanto que cl arÍículo 261,

cxprcsütnante delerminü la inamovili.dad en el cargo de Ministro de la (lorle

St4trcma tlc ,lu.tticitt, hasta alcanzar la edatl de 75 arttts. .... Iisla tlot'rt'tüIirtl

conlentplatla cn el artículr¡ 261 dc la (.t¡nstitucirin Nacional, refiere en prinur
térmit¡o a la remockin dc los ninistro-r de la Oorle Suprema tle,Juslicta, ul 'teñalar
c¡uc: "l,as nti¡tislros de Íu Corte Suprema de 'httlicia sólo puedcn sr removidrts por
juicut político ". ,V observu claramentc qttc el necanis¡ttts de renockin di/icre
o¡lefcrli\tamenlc del macanismo o.loptado parü ld runociótt de magisLrados, cuttl es

por medio tlcl .htrado de Itniuicitttniento. Por otrü pürte el artíctút¡ 261 , expone la

lbrma de ter¡ninación tle.fiutciones de l¡¡s i.nleq:rantes de la (-or!c Suprcma da

,Ju.rÍicia: Cesaran cn el cargo cuftiplirla la edad ¿te sclcnla ! cinco años". He aquí
unú .Íuntlan?cntal diferencia cr¡n loli ftIsgislraLlos ludiciales, qrtienes raquieren cle

rlos confirnmcit¡nes an el cargo parü d¿lqutrtr la inamowlidad. tis e sla lct

.fúndamcntal tlifbrencia exislenfe entre los tnec(tÍ'tisnxo-\ a sel effipleüd(ts partt la
detcrutinacirin de mamovilidad t.tnto en nx(ISislradQs .¡udicialcs como efl ntiemhros
dc ls (otft Su¡trena de ,Iuslicia; en l.d¡lfo qua los mog¡strados rcquiercn dcl
proceso tlc conÍirmación para lograr la inannviLidad, k¡s tnini'vtros da la Cort¿

Su¡trema de ,lttsticia. nrt requicren de proccso de conlirmación al¡luto. Así lu,Dr.g..
(itadys l\ter Rarcírr¡ de Módica, ü criterio de esia liisculía General dcl Iis@ilet ha"1
altan:at\¡ los haneJit:i¿¡.t quc ron unccdidr¡t ¡utr la lt'y Íuprcnü da la Rcpt¡hlit u !.yl 

' 

.,,.::,,

',',#,,,P:: ii

l'uragtn,y, para loyrar lu ina¡novili¿luL, tlc'rde cl ,,r¡rí,,,-ir,,,rlrt,,, ,le , igiiiiL'it,y ,,i¡
utn¡r¡ Minislro rt( lo (lnrt( Suprcnm tfu J tt.';tit'to, s !ravü.s de la l?c.utlucirt*N",5jd #', ' I.i

lctha Iil dc dicicnthrc d¡ 2il10 dc la Hrtnorahla ('d¡nara /t'Scriar/q4q't. gfu/ i llu-rela 'li

I'UfAI:LtU-t; PUrU tUXrUf lU ítruItf) Vt t,UUa.t. Lltt¡..rt t:r ut.r.\n¡|, ttr\rnrt ¡ tt .t( \a Lry]'\!i5rrur t: l:i.. i-,\
utn¡r¡ Minislro rt( lo (lnrt( Suprcnm tfu J tt.';tit'to, s !ravüs de la l?c utlucirtdiN",Sjd #', ' I

lctha Iil dc dicicnthrc d¡ 2il10 dc la Hrtnorahla ('d¡nara /t'Scriar/q4q't. gfu/ i llu-rela 'l

,\,, j.ú0_i &, fi,t,ha l3 dt, dictumhrc dc ttt{t tJictudo prtr cl utttotrc"rqqffii+,#f,';If
lli:r:N-". ,.'.ií
!-i:;li .';, i

"t'.'¡,'l.iz'
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'ji[i,,it:il ái i' l,u g¡ ¡ M én de :, tt trc o t o t gd b ü e l a cuc r do t o ¡t s t i ttt c i r¡ n a l

de la misma como integtante de la Corte Suprenta de 'lttstic¡ü'

l'r Fl
Vadelante, continua el Ministerio Público señalando qtte: " lrtla tesitura

lyoiu r,,nlia redacción tlada por ta I'ey 5336 del 28 tle yalo d,c.201S,',{Ju,e

Y,,,ii:;'lr";,.* tost uo eue e.ttahlice el procetlimienk) para la conJi,natión tle

k,s nagistrartos tla! Poler Jutlicial, ,yti on nt artía o t,'uf'n.t!o, O'i:':l::.',

i\ #;;:;;;; d" to l:ort, sttprema ¿le.Iusticia 14ozan tle inamt¡vilirlad an el car¡4t hnstu

**itrrrii,, to, ¡: nn,,, ¿le e¿latl, a n'tenos que se presentaren algtna.de. las demás

\N g E'íp;;,:;lr.r;rr,,or"rotlo, tonto en la prünera parte del artículo 26t de Ia Cr¡nstimción
'\). 

: i?nuri,,nat. atí tumt¡ Ll sugmtlo párraJtt úet artít'ulr¡ 3 Ltu iicha lt¡''

i '.F.+ z
\ Concluye esta parte del Dictamen clel Ministerio Publico, señalando que- "r/'d'!

t:l análisis realizack¡, la.'/iscalía General del Estad| consideru op1tluna y eficiente

la Acckin t1e lnconstitttcirsnalit)ad ¡tromovida por la útcksra Gla$ts lister ]laretro,

de lVlí¡¿lica, en stt carticter de Miiis¡a de Ia Corte Suprcma de Justicia,,tontt"u ul

artícukt I9 cte ta I'ev (¡09:95 "Orgánica de la Cot'te Suprcnta de Ju'¡ticia'"

claramente establece lrs siguiente: " i,a Cafle Suprema de .Jttsticia tleber¿i

cr¡ntunicar in¡netliatantentc át (.:onse¡o ¿e la Magislrúturü er't caso quc algún

Mi.n¡stro Haya alconzado el lhnite tJe edacl estahleti&¡ en el Artícultt 261 ¿le lct

c¡ttt,stitucirin Nacional, presentdre renuncia a! cargtt, se prodtrere la inhahilidttd

put.a cl ejt,n itiu dt:l cargo, mucrl( tt.lirast' dcclaraút c(\atú( un (l 
'-' 

r{! pttr iuit'ttt
'pl,lioo, procluciénd,se cr¡n ello la vacancia de la respectha salo" . '" po¿entos

'alifttar- 
continua el Ministeru¡ Publico- c¡ue la Lcv 5336 del 28 de.mayo.de 201-1,

Úlu, Mrnt,fica Ia tc.v 1631,'00 Que esrablece e! procetlimienb Porü 
"t 

ti:|:':::,t''.':..

Encuartolugar,laFiscalíaGenera|serefierealosaltículos3y5delal-ey
t634/2000, cuya iiconstitt¡cionalidad también ha sido planreada por la accronante,

señalando qrc: consi,lera esta representación.fiscal que las normüs de reJerent ia sr

encuentrün ¿irigidas a tos magjitradrts jut)iciales utmprendido'r ett el artículo l" dtt

Tr-iry ¡¡ li:l'l)tl(t(¡. nu inciiyéndose a los integrantes de Ia Corte Suprena de

,lusicia, como sujetos afectadris por la redacción de los artíailos 3 (modificado por

Ia t,ey N" 5336¡15 Que Mott(ica La Ley N" lt634i00 Que estahlece el procedimiento

para' la ct¡nfirntulii¡n cte i;s Magistrtttlos del Poder Judicial, y 5" de Ia I'av
' 
l ói4,2000 por to que ru¡ se ohseria lesión constitucit¡nal a los tlert:chos ale'gutlot

r¡or la Ministra Dra. Gtadvs Ester B¿treiro de Módica"



ANALISIS DE LA CTiESTION SONIETIDA A ESTUDIO.

Y El Dr'. Juan Carlos PB, prosiguió diciendo, estabiecidas así las posiciones

de las partes, corresponde anaiizar las pretensiones de la accionante, cornpartidas
parcialmente por el Ministe¡io l)úbiico, así comr: la postura de este ultimo en la
parte referida a los Arts. 3 y 5 de la Ley 1634/200.

La cuestión planteada ya ha merecido el tratarniento correspondiente eü otros

casos análogos. Inclusíve, esta situación ha motivado la opinión de diversos juristas,

así como el infonne emitido por la Corrisión Interamericana de Derechos Humanos,

a los cuales nos referiremos lnás iidelante.

Hablar de inarnovilidad de los magistrados judicial, es hablar de la
independencia del Poder Judicial, evidentemente la Convención Nacional
Constituyente, que estudió la Carta Magna en 1992, al estructrrar el orden
institucional de la Reputrlica, en lo que respecta al Poder Judicial, 1a discusión se

centró en el propósito de lograr la "Independencia del Poder Judicial". Por eso, a rni
criterio, toda la fireua interpretativa, respecto al caso qtle nos ocupa, debernos

buscarla en esa dirección.

De acuerdo con el Art. i32 de la Constitución Naciona-l, únicamente la Corte
Suprerna de .lusticia tiene facultad para declarar la inconstihrcionalidad de las

nonlras juridicas y de las resoluciones judiciales, en la fortna y con los alcances

establecidos en ella y en la ley. La mislna se encuentra conternplada en el artículo
259 numeral 5) del rnisrno cuerpo legal, el cual expresa: "-.-Da los dehare's y
atribuciones. Son debe¡'es 7- alribuciones de la C.ortc Suprenra de ,/usticia:... ...5)

cotlocet y rextlver sobre i¡tconslitucionalidad... ". El artículo 260, consagra dicho
deberiatribución a la Sala Constitucional de la Corte Suprema de Justicia, ei cual se

encuentra ratificado en los articulos I I y 13 de la Ley N" 609/95 "Que Organiza la
Corte Snprema de Justicia".

La fuerza de la decisión a ser asumida en el presente caso, además se funda y
surge de lo dispuesto en el Art. 241 de ia Constitución que establece: "El Poder
Judiciaf es eL custodio de esta Constitución. LA INTERPRETA' LA CUMFLE Y

LA HACE CLIMPLIR. La adrninistración de justicia, está a cargo del Poder

Judicial, ejercido por la Corle Supretna de Justicia, por los tribunales y por los

iuzgados, EN L4 FORMA $AE ESTAELEZCAN E^S?H COA',STITACION Y LA
LEY".

No hay dudas acerca de las facultades y el deber que tiene el Podet JLrdicial,,

específicamente 1a Corte Suprema de Justicia, y particulannente Ia Sala

Constitncional- acerca de la ifferpretación de la Constitución Nacional, que para
poner en práctica sus disposiciones se requiere una labor intelectiva sobre el

significado v el alcance de esos preceptos. Por esa razón" es que la irltirna palabra, la

última interpretación, la más irnportante, la que pone fin a cualquier debate en

materia de interpretación constitucional y la que r,uelve definitivErnente pbligatorio
el sentido de la norma, es 1a que surge de la Corte Suprema de -t\p{\ciE\$l,menos,
ello se desprende de la norma constitucional referida más arriba .



e se presento la discLrsión así ha quedado asentado, coLno lllttesna en las

resoluciones: Acuerdo y SentenciaN " 222 y 223 ambas de 5 de tnayo

ffi, e","t¿o y Sentencia ñ" t t+s del 26 de noviembre de 2008, los cLrales

JonstitLryen entonces los a¡tecedentes j urisprudenciales para e1 presenle caso'

En primer término cabe establecer la pertinencia temporal de la presente

acción. Al efecto cabe puntualizar que la acción se dirige a cuestionar la

constitucionalidad de los Árts. 19 de la Ley N 609/95 "Que Organiza la Corte

Suprema de Justicia" y los articulos 3 y 5 de la Ley N" 1634/00- atnbos ctterpos

normativos de canícter general.

El Código Procesal Civil se enaarga de regular la materia, específicalnente el

articnlo 551 del misrno cuetpo legal expresa: "I'a accil¡n de inconstitttcit¡nali¿lutl

contra actos normatwos de- caráiter general es imprescriptible sea que la t.cy'

rlecreto, reglamenkt u oiro qcto normati,¡t¡ de ¿tuforidad a.fi¿cte- derechos

s = Outrifttonlales, t cnga carát:ter insiifucional o vrtlnere garüntíüs in¿liv idttctlcs '

9: .i'
¡,$ t:uando e! ucto normativQ tcnga catúcle.r yartlcuky' fol,<f'cAur ,:i!:.*:":.
Í}$ d"r".¿rrt tle pcrsonas expresaninte mtliviútalizadas, la acción presctibirá u lo';

fi$-t"i.r mcse,;, cttnladtts o patrtir tle su conocintienn pr;r el interesw¡¡" '

ii .+ se desprende claramette del texto legal, que la regla generai es la

ACCIÓN DE INCONSTITT]CIONALIDAD:
"GLADYS ESTER BAREIRO DE MODICA C/
ART. 19'DE LA LEY 609/95 Y ARTS. 3" Y 5'i f. -':\\<rr D?-,'/l':uc,;)==". DE LA LEy 16J4/00". Año: 2015 - N" 1806.

siigíé¡na de J usticia
la Inde'ft-ndencia Nac¡onal 1811/2011"

tSU Uffiu.r*o entendimiento, las disposiciones constitucionales respecto a la

i"r-ffi;¿ de 1os Ministros de la Corti, son claras e incuestionables, v en cacla

cual prescribe'. " ...Curecen de odas lus tli

derechos de personas expresamente individualizadas. Este no es el caso en cLtestlón'

fLresto que ei artículo 19 de la Ley No 609195 no af'ecta los derechos particulares de

unu p*rronu expresainente individualizada, sino que la rnisma está dirigida de fbrrna

g.n..ut a cualquier persona que ocupe el cargo de Ministro de 1a Cclrte Sttprema de

íusticia. No sé trata de rura nonna que afecte derechos particuiares, sino todo lo

contrario" es una nofma general que pretende reglalnentar el plazo de designación de

los Ministros cie la Corte Suprema de JLrsticia. Dicho carácter no debe ser puesto en

íela de juicio, en consideraeión a que 1a norma at'ecta directarnente a la estructur¿i y

o.g^"iáiO"'del Eslado. Por lo crial, diáfanamente e1 derecho en cuestiótt se

ñuentra latente y es posible ejercitarlo" tal como oculre en el caso presente'

\ ., S ;= .9 Se desprende claramette del texto legal, que la regra B€rrtrrar E) rd

ttg t i" irnprescriptibiii¿ud d* la acción de inconstitucionalidad en todos los casos' y corno
t\lj 

.*..p.ion se encuentra el supuesto de que la lnisma prescriba a los seis meses. pero
ÉE= 

"*"turiuanente 
en los casos en que éstas tengan carácter parlicular por afecfar

Debe expresarse además, que ante la declaración de inconstitucionalidad del

aficnlo l9 de la Ley No 609195,todo acto que se fundamente en la misma será ntllo,

autoritlacl, oplreslos a lo estableci$k
1., 

": 
'

ilut'itin...".

i,la Corte Suplema de Justicia, Sa

r y Que la misma no se halla Presc¡

o no de. cada ,uol'ura cuestion
ril

Establecida la f-acultad

para resolver la P nte acgl

i)

h,',ffiHffi':l
tucionali



En fo qne hace al Art. 19 de la Ley ó09/95 la misma dispone: "Otunplido el
pcriodo para el cual .fueron designadas, de acuerdo con el Art. 252 de la
Constifución y 8' de las Disposick;nes l;inales y Transitorias de la ntisma, los
ntinistros dc la (one Sttprema c[c Jttslicta se1¡uirún en el ejercicio de 'gus.funt'iones
hasta tant.o scan confirtnatlos o nombrudos sus sucesotcs con/brme con eí
procedimiento cottstitacional... ".

No es la prirnera vez que se plantea ante esta Corte, y la Sala Constitucional,
Ia inconstitucionalidad del Art. 19 de la Ley 6Q9195.

Dicha norma, pretende establecer que los Ministros de la Corte Suprema de

J¡sticia, tienen un plazo de duración en su nombralniento sünilar a los demás

magistrados judiciales- conforme al Art. 252 de la CN, de cinco años.

Esta disposición choca frontalmente con lo establecido en el Art. 2ól de la

Consfitución Nacional' que no establece plazo de duraciÓn para el mandato de los

Ministros de la Corte Suprema de Justicia, señalando que los rnismos SOLO
pueden ser destituidos por juicio politico, y qrle cesaran elt sll cargo al cumplir 75

ailos de edad.

En las acciones de inconstittrcionalidad de una ley o del artículo de una ley.,

existe siempre un conflicto de notmas, para cuya dilucidación debe recurrirse a

diversos criterios de interpretacitln de la correlación que existe entre las normas,

criterios que en nuestro derecho no sotl arbitrarios, sino están dados en los Arts.

208 y sgtes. del Código Civil Paraguayo.

En prirner término, establecemos cual es la relación de jerarquía entre las

normas en conflicto. El Art. 137 de la CN, dispone que la mistna,, es decir, la
Constitución Nacional es la Ley suprema de la Nación, y que por ende se encuenka
por encima de las leyes dictadas por el Congreso.

Por ser norma superior en caso de contradicción, prevalece la disposición de

la norma constitucional, por sobre la establecida en ia ley, ello por aplicación del ya

citado Art. 137 de la CN, que dispone Ia nuiidad de dicha norma cuando sea

contraria a la Constitución.

Desde esta perspectiva, no existiría rnayor dificultad, en declarar que lo
dispuesto por el Ar1. 19 de la Ley 609/95, al ser contrario al Art" 2ól de ia
Constihlción Nacional, es inconstitucional e inaplicable a quien ejerce ei cargp'fdT*1,-

¡,.1- "'¿l;'\.Ministro de la Corte Suprema de.lusticia. 
¡¡l::"r.. 

,.lll,

Pero ocurre que el mencionado artículo hace referencia y ,"rnisi$;í,'i$+'i-'i
norma de caráctet constitucional, el Art. 252, y entonces

arliculo, en relación al Ar| 261 de la CN, para establecer cuál es

ambas. v cu¿il de ellas debe ser aplicada al caso en estudio.

:

¿.Ili4 tj
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i:,g por otro iado, el Art. 261 se encuentra.bicado en el Capitulo tll Sección II

i ,9 ,,O* la Corte Suprerna de Justicia", interpretado sisternáticalnente corrfbrme ¿rl

ia Nacional 18f1i2011"

irciii'nl áiU*mos recunir a la llamada interpretación sistémica, o

que analiza no cada noüna o artículo en particular, slno

los con el rssto del cuerpo normativo del cual hacen parte'

esta perspectiva, el Aft. 252 de la constitución Nacional se enct¡entra

del capítulo III "d*l Poder Judicial" sección I "De las Disposiciones

Gene.aler" qo. llu."r, al Poder Judicial y sus integrantes' y se refiere a los

*"gi.t 
"¿"r 

judiciales, el plazo de druación de sus mandatos, su inalnovilidad en

.l-,á,o 
" 

ta sáde v el cargo, sefialando que no pueden ser trasladados ni ascendidos

sin su consentirniento.

Estas notas, no son aplicables a los magistrados integrantes de la corte

suprenra de Justicia, porqne los mismos no pLteden ser de hecho trasladados de

,.á*, pu"sto que la sede dé la Corte es la Capital de Repirblica, con juisdicción en

todo'ei pais, nl ascendidos puesto que ya se ercuentran desempeiiando labores en la

máxima insta ncia j udicial.

e *t..io de sedes materia y del acápite del articulado nos impone la necesidad de
:a

Htpercatamos que tanto en inateria de remoción cotno de cesaciÓ1 t19 
""1-S,:,*]::

3 ililirt*r de la Corte Suprema de Justicia sólo podrán perder dicha investidura por

3 ¡*;.* poli,ico o por haber cumplido lo-s setenta.y 
"lnt9 

años dicho artttlúi1-" 1*::
i"f*r**lu .rp.rífiru-*trte a la Corte Suprema de Justicia, y se refiere en concreto

u to, *lr1nor, con la denominación de Ministros, tal como a su vez se halla

establecido en e1 Art. 258 in fine, de manera específica y clara'

?

l)e modo que la constitución, si bien reconoce la calidad de magistrados de

los rniernbros de la corte suprema de Justicia, los diferencia de los demás

magistrados que integran los tribunales de menor jerarquia, dándoles una

den"ominación'especifica, Ministros, (Afi' 258 in fine),, regulando una forma

diferente su remoción del cargo, que solo prtede ser por juicio político, ante el

poder Legislativo, y no por el Jurado de Enjuiciamiento de Magistrados, ¡' por

/últin o, eitableciendo que los rnismos cesarán en su cargo a los 75 años'

exclu¡,éndolos del plazo señalado a los demás magistrados en el Art. 252 de cinco

años.

en cuanto al
lllfirmeza e



inamovilidad de los jueces en sus cargos: esta cualidad ha de ser considerada con

razón como un elemento indispensable en su constitución y asimisrno, en gran parte,

corno la ciudadela de la justicia .v 1a seguridad pública.

Al respecto, reproducimos la siguiente la doctrina: "En el eslado actual dc la
civilizaciótt -r- de la cienciu po!ílitiü, tto creemos t¡ue se pueda pofier en tlutla que la
inantovilidad sea uns condició¡t e,scncialísinta para la recla e indeputdiante

atlministració¡t de ,Justicia". Al decir de LASKY. "los.iueles se ma fendrán en 'ttt-'i

pueslos mienlras reúnan la debida conducld o idoneidad: si suce¿liera lo contrark¡

no tlisfii¡iarían ¿le las garan!ías inherentes a la independencia propia de su cargo".
En estc santitlo, (){i1'tlRE afirma que "el problema de la independencia de los

.jueccs cs un prohlema político. porque solo cuandl el Juez es rndependiefita s¡rle u

la jnslicia por sí ntisma. (luando no es inclcpendiente podrri, e\tenLuülmenlc sanrir u

lü,iusticicr: pero elltonccs la sime por ülgo gue n0 pertenece n la iusliciü mitnta:

temor, inter¿s, amor propio, grdtitud. hrtnores, puhlicidad, elc. " - Pot su parf e,

$lo|Y scñala: "si se con,st¿lf.an los hechos. scrri.fúcil c1nvencerse de que el Podet

,ludicia! está scgufo en ufid República, cusnd¡¡ sus empleados ,ton inamr¡vihlcs

mientras dure la buena conducta del .iue; ¡- tlue la -iusticia será rnej or admittistrada

allí dondc la indepettdencia sea müyor" (I'INARIIS SUINT'ANA' Segtndo [!.,

T',ratado ¿la la ciencia ¿l.el Deret:ho constitucional. ParÍe fispccial, Eueno,t Aires,

ltd¡t. AIfa. 1963, t- lX).

El nrisrno autor agrega "Quien considere con atettciitn lo's di'stinlos

dcpartamentos del poder. perübirá que en un gohierno en que se cncuenlren

scpqrudos, el ,Judicial dehido a lü rldturüleza tle sus ./uncktftes, ,serd srcffipra el

tnc¡os pelig,roso pürü k¡s derechos polítictts de la cottstitttción, porque su siÍuacií¡tt

le permitirú estorbarlos o perjudicarlos en firenor grado que los olros poderes. [il
liiccytivo pt¡ sólo dispensa los honores, sinrt que posec la tirerza mililur dc la
comunidad. Iil l.egi,slativo no solt¡ dispone de la holsa, sino que dicts las refllas que

han de regilar lr¡s derecho.s.v lol; deheres de tr¡dos los ciudadanos. El Ju¿licial. en

canbk¡ no influltc ni ,sahre las armas, ni srtbre el tesoro; no diriSe la tiqueza ni la

.fuerza de la sociedad. y no puede lomar ningttnd resolución activü. Puede decir,re

an verdad que r¡o poscc fuerza n¡. volurltüd, sino tinicamenle discemi¡¡tiento, j.quc
ha clc apT¡,-arse an definitiva en Ia ayuda del brazo e-ieculivo lxüsla que ten4ün

eficacia sus.falfos ü.INARES Q{JINTANA. Segundo f"., T'ratado de la Ciencia del

Darecho Cottstitucionsl. Parte Iispccial, Ruenos Aires, Edit. Alfa' pág. 751)

A mayor abundamiento, co1110 se señaló a/ supra,la corte suprema de -Tusticia- -

a partir del año 2.000, ha venido expidiendo sentencias declarando el Art. 19 de la

l,ey ó09/95, estableciendo la prinracia del Art.26l de la Constitución Nacional, por

sobre ef Art. 252 de la misma, siendo la primera vez en los Acuerdos y Sentencias

N" 222 y 223 de lecha 5 de rnayo de 2000.

En relación a dichas sentencias, la Comisión Interamericana de Derechos

Humanos. en su informe del 2001, refiere cuanto sigue: "SENIEACI'{S SOBRE

de los derechos j lihertfldes en un sistemü democráfico' como h
Conúsfuin, requiere un orden iarídico e irrstifttcionol nnr,f,1..,,,,
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é Supr
F rE(ül"

e Justicia
ia Nacional 181112011"^iáii]'ii'ti'íliitntad de tos gobernantes, y en el qae enista un corltrol

la constitttcionnlidad y legatittaú de los uctos del poder público' wle
pone el rcspeto úel estndo de derccho". "Recielte-me1te selroduio e1

;na siffiaciin ¿flciorrflda con los Minisfros de fu corte sapremu de

que itrvoluutí sl Porlet Legislutivo, ril Poder Eiecutivo y al Pole1

Saprema de Jtuticii, y no conrtrmawlo ü otros 
-de 

ellos' El 9 de noviembre de

tgiC, et Poder Eiecutivo, midiante Decrcto No 6'|31, emitió un "Acuerdo

Constitucionnl", indicanrlo que se confirmabu la menciottudu Resolución cle kt

Cámars de Sefiadores"."De 
-scaetdo 

con dichns decisiones del Podet Legiskttivo y

del Poder Ejecutivo, algunos Ministros de la Corte Saptema rle Jasfiyia cesúrían

"i tit ¡uninnes sin háber sido sometidos a an iuicio político Ío¡mul, siendo que

con¡oime nl urtículo 261 de lu Constifación, ...los minisltos rle la Corte Suprema

de Justicia solo podrdn ser removidos por iuicio político'.'". "I'üs mencionndas

nspisfcfones de los Poderes Legislativo y Eiecutivo fueton impagnadas ante la

iirtn Suprn*u de Justicia, mediante acciones tle inconstitucionnlidnd, y en techu

s de mayo de 2000 dichu corte dicfó sentencias declatundo inconstitucionales las

disposfinnes impugnadus, seíialando que "conforme lo prevé el afticulo 261 ¡¡e ln

Cinstitución Náciinal, los Ministros de fu Corte Suprema de Justickt, solamenÍe

cessrún en el cargo anü vez cumplidn Ia edud de setenta y cinco años, sitt

plirjuicn de que piedun ser removidos a trovés del juicio político, y de ninguna
'otia 

forma,'.1,Li Comisión considery positivo que Ia cuestió¡t suscitndu, que

involacraba a los tres poderes del Estado, htya sitlo resuelfa por el Poder Jutlicial,

eft su rol de mdximo intérprete de Ia Cottstilacilin, ! que los Poderes Legislativo y

Ejecutivo hayan respetaio In decisitín dertnifiva, rtrme y obligatoria de_ h coile

íupr"*n en-el asunio. AanEte el respeto y umplimiento efectivo con el mandato

rle ann sentencia de ta Cirte Suprema de Justicia resulte ilfi ospecto obvio e

inhercnte a u¡t Estudo democttitici, Ia comkión fesúltü tul sifttsción, tomando ett

caentfl el cottfiicto de poderes que se dio recientemenle en Pnroguuy, originado en

buenu pnrte por la nigativa dit potter Eiecutivo de stacur ans decisitjn del Poder

Jutliciá1, y que culminó con la renunciu del Presidente de la Repúblic, en mfirio

Judici*¡. Ét S ¿t noviembrc de 1999, la llonoruble Cúmars de Sen*lores dietó Ia

Resoluciótt 421, confirmando ett st¡J cglgroJ u los cinco trÍinistros tle la Corte

de 1999".

J, Se tiene entonces que a nivel supranacional, se ira reconocido 1o acenado de

la decisión de la Corte Suprema de Justicia, plasmada en los Acuerdos y Sentencias

N" 222 y 223 del 5 de mayo de 2000, y también se ha destacado el hecho qtre los

otros poieres del Estado, Legislativo y EjecLrtivo, hayan aceptado y acatado dichas

decisiones en respeto a la facultad constitucional de intérprete de la Constitución del

cual goza de manera excluyente el Poder Judicial, Art' 247 CN'

Nii\. \i.".

'\;q'

consecuencia " ina¡novilida¿l en el carglt ", resulta pertinente

t¡r¡inión tle un destacado juristu nac)irna!, quc expresü: " 'no
que tu inttepentlencia del !]otler Judii:,ial renlte aislada tle la

Por úrltimo con relacidn 'al principio de "independencta

Jis mi¡s, su



la Constitucirin ,- la:; leyes, conforme al Art. 247 tíc la misma, se nani/ie,tta
pfecisamcnle, a través de Ia i¡tamovilidad...' ((RIERA HLINTER, Marcos, La

independencia del Poder Judicial, 1'ed., Asttnción, La Ley Paraguaya, 1991, pág.

2e).

Por consiguiente el Art. 19 de la Ley 609/95, resulta inconstitucional e

irraplicable a los Ministros de 1a Corte Suprerna de Justicia, incluida la accionante-
por ser contrario a 1a disposición del Art. 26l de ia Constitución Nacional.

En cuanto a los Art. 3o y 5" de la Ley 1634100, también atacados de

inconstifucionalidad, cabe apurrtar que la accionante se agravia de dichas

disposiciones, porque entiende que amparándose en las mistnas, el Consejo de la
Magistratura, podria llamar de olicio a concurso el cargo que la rnisma desernpefra

como Ministra de la Corte Supretna.

Los articulos atacados de inconstitucionalidad, señalan, Art. 3': Si ¿lentro de

los noventa dias anf.eriores al t'encimiento del periodo de nomhramiento de lr¡s

sujetos mencionadr¡,t en el articulo Io de la presente le-v, la Cortc Suprema dc

,Íus/icia no comunica lss vacancias que hahrán dc producirse, cl Conselo dc la
Magistratura inntecliatamenl.e ini ci ará e I proceso tle con/irm ac iótt.

La {lorle Suprema tle,luslicia tleberá comttnicar inmedialttmente al (lonscjo dc la
I\lagislratura en caso que algútt L[inistro ha.y-a alcanzada el líntile de e¿lad

cslablecido en el artíailo 261 de la Cottstitución n*aciuwl, presenl.are renuncia al
cargo, se prodajera kt inhabilidad para el eiercicio del cargo o muertc o.fuete
declarado cesüxle en el cargo por.iuicio palíticrs, produciéndose con ello Ia
vacancia de la respectiva sü\a."
Arl. 5u: "[,os magistrados y .funcionarios mencionado'v en el ArÍículo | " quc

huhieren sitlo conlinnados por dos periodrts conseculivt¡s, adquirirdn la
inanrotilitlad. permancnle. I'os mag¡istrados que hubiesen 'ritlo designacíos por el

procedi.miento cstablecido en la Constitución ¿le t967 y tlue hubieren sido

conrt nmdos por e! procedimienlo estaltlecido en la Constitucitin Nacu¡nal de

1992, adquirirán Io inanr¡ttilidad permanente con kt segtrnda conf rnrución."

I.a Ley 1ó34/2000, en sn arlículo primero, especifica que la rnlsrna establece

el procedirniento de confirmación de magistrados judiciales, de los tribunales de

apelación,, tribunal de cuentas, y.iuzgados, dejado fuera a los Ministros de la Corte
Suprema de Justicia. sin ernbargo en el Art. 3 segundo párrafo, en el texto
modificado por Ley 533ói2015, hace referencia a los tnismos señalando que la CSJ

deberá comunicar al Consejo la vacancia que se produjere en su se o por las

causales de haber uno de sus integrantes, alcanzado el límite de edad, haber

fallecido, haber renunciado haber sido declarado inhábil. y haber sido destituido
por juicio político.

Como el citado Art. 3 en su pdrner párrafo laculta al

Magistratura a realaar de oficio el ilamado pam ocupal los cargos, 'en el

Art. io- cuando la Corte Suprema de Justicia no realice la co¡nuni temor
no infundado de la accionante, r;s que ritilizando dicho párrafo el ela
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J usticia

r$illt'|fl¿ii;ame te el llarnado a concurso por su carso, aun ante

*ii ¿. fu* causaies consagradas en el segundo párrafo del Art' 3"

li#;r" antecedente de reler'ancia cabe señalar que por Acta 1029 de fecha l6

finro¡. 2008, el Consejo de la Magistratura había t""tyÍ'",lly:^".1y::
;#li;;* "l 

;átó" ¿- tt¿itittro de la Corte Suprema, referido. al,et*l:::,y:L'i:1:
;; Vlil ñ¿t¡*r] ri" que medie comunicación de la existencia de vacancia algtrna

t,i !
\t, ' :,/

.n iu .o*porición de la Corte Suprerna de Justicia- Dicho llamado qr"redo sin ef-ecto

al ser declarado inconstttucional por medio del Acuerdo y sentencia N" I149 de

i¿.f*:O de noviembre de 2008, dictado por esta Sala Constitucional'

Ciertamentequenoprredepronunciarsesentenciasenabsh.acto,sinosobre
hechos concretos. AsÍ tampoco 

"u'b* 
,tnu declaraciÓn de inconstitucionalidad sobre

unactoaunnorealizado,p",ouunasí,esnecesariodejarsentadoque-la.facultad
;i;;;.á" al Conse¡o r1e la i4agistratuta' por.el primer párrafo del Art' 3o de la Lev

ie:iioo, segun ei texto r¡rod]ficado por el a1. -533ó/1 5, de llamar de oflcio a

conc'rso pafa oc'par cargos clentro dil poder judicial, no incluye el llamado para

...ipu. .u.go ¿e trlinistrá de h cor-re 
's.rp.e.u 

de Justicia, el cual solo puede

;i#;.;; ireuia co,r,unicación de la corte, en los casos previsros en el segundo

p¿*.i" á.1?isnio Art. 3o de la Ley 1 ó34/00, seg'n la redacción de la Ley 53 3ó1 I 5 '
advirliendo que un acto de esta naturaleza llevaría en sí misnro el germen de str

nulidad,

Hecha esta salvedad, entendemos ai igual que e1 Mirristerio Publico, que las

disposiciones de la Ley 1634/00, en.los términos establecido en stt Le1'

inodificatoria, 53362015; no son incoustitucionales en relación a la accionante' -Y

porelcontrario'consagtanpositivamente,loestablecidoenelArt'2óldela'constitución 
Nacional, que los Ministros de la corte suprema dl3 JLrsticia'

,dd**r inmovilidad.n 
"l 

.*go desde su juramento hasta la edad de 75 años, sin

oec"ri¿ad de confirmación alguna. no p[diendo llamarse a concurso algtlncl para

o.upur ru cargo, si' la comunicación previa cle la existencia de vacancia ¡echa por

la iorte Suprima de Justicia, por 1o que la acción con relación a estas normas delre

ser desestimada.

- Por irltimo, habiéndose pronunciado la sala constituciorral de la colte

Suprema de Justicia, sobre el fbndo de la cuestiÓn sotnetida a su decisión'

"ol"rpond* 
dejar sin efecto las medidas cautelares decretadas por A.l. N'3095 del

l1 de diciembie del 2015, de confonnidad a lo resuelto respeclo a las accrones

deducidas contra los Arts. 19 de la Ley 609/95' 3o y 5" de la Ley 1634/00' en los

téminos establecido en su Ley modificatoria, 5336/20 I 5. En corrclusión uor:-!-q:-

a) Hacer lugar a la acciÓn de inconstitucionalidad contra el tt' t 9 d:"h rug-!O?lnf. t

;l;ffiil;ffi,;;;;;;;,,J1éüi; ¿t"¡titución Nacio.ar, específica.hiqnle €n:srl 
,,

articulo 261, que consagTa el Srincipio de lnamonlidad de los Ministrqs de'la lortl .
Suprerna cle Justicia, declaralJdo en consecubncía que la actora,.pfeff desempQIla.r ilt - .

cuigo de Ministra de la Cortf Strptema de Jristicia, rigiendose ulli'|Í/:Fffiw¡ffi]ft] 
I

-ú*Vfi,[fÍ.,on,: T|.".u'.t1' Uftttf+ol,i ,'

la



b) No hacer lugar a la acción de inconstitucionalidad contra los Arts. 3o y 5'de la
Ley 1634' en los téminos establecido en su Ley rnodificatoria, 533612015, por la
razones y con el alcance explicitado en el exordio de la presente resolución.

c) Habiéndose resuelto 1a cuestión de fondo, disponer el levantamiento de las

rnedidas cautelares establecidas en el A.l N" 3095 de fecha 11 de diciembre de 2015.

A SU TURNO, EL DR. CARMELO A. CASTIGLIONI, DIJO: Adhiero ai

voto del colega preopinante, el Dr. Juan Carlos Paredes, por stls lnismos
fundarnentos y en el mismo sentido. Empero, dada la sensibilidad de1 tema de la
acción de inconstitucionalidad, por sonllevar, en sí tnismo, la inamovilidad de los

magistrados un trasfondo político por afectar la interdependencia de Poderes, me

pernito hacer algunas acotaciones $obre el cuestionamiento del Ministerio
Pirblico y, a la vez, aportar algunos fundamentos que incidieron para que adhiera al

voto que antecede.

I)ANALISIS PRELIMINAR: Antes de expresar el fundaniento de rni

adhesión, quiero referinne a lo señalado pot el Ministerio Publico ell su Diclamen
N' 1794, en la parte que cuestiona respecto de la integración de esta Sala

Co¡stitucional., cuestionandn externporáneamente la cotnpetencia de los integrantes

de esta Sala Constitucional aduciendo que no fueron observados las disposiciones
respecto de la forma de integración del furno, y, por ende, se me impone estudiar y
expedirme previanrente dicha cuestión.

El Dictamen del Ministerio Público No 1.794 de fbcha 23 de diciembre de

201,r, firmado por el Fiscal Adjunto, Augusto Salas C., expresa en el punto

pertinente, lo siguiente:

*SE CONSIDERA NECESARIO EX?ONER LTN ASPECTO
SUSTANCIAL EN LO Qt]E REFIERE AL CONTROL DE LEGALIDAD
PROCESAL QUE REALIZA EL MINISTERIO PUBLICO EN LA
TRAMITACTON DE LA PRESENTE ACCION DE
INCONSTITUCIONALIDAD, Y QLIE GUARDA RELACION AL
PROCEDIMIENTO APLICADO PARA LA INTEGRACION DE LA SALA
CONSTITUCIONAL EN ATENCION A LA INHIBICION DE LA TOTALIDAD
DE LOS M]NISTROS DE EXCMA. CORTE SUPREMA DE.rUSTICIA. SOBRE

EL ASLINTO. CONSIDERA ESTA REPRE.SENTACICON FISCAL QUE PARA
LA TNTEGRACION DE LA SALA CONSTITUCIONAL, DEBIERON
OBSERVARSE LAS NORMAS PREVISTAS EN LOS ARTICULOS IO DE LA
LEY 6O9i 9,5, CONCORDANTE CON EL ARTiCULO 42I DEL CODIGO
PROCESAL CIVIL Y CON EL ARTICULO 2I DE LA ACORDADA N
DE FECHA 26 DE.IUNIO DE 2OA7. LOS CUALES ESTABLE
ME.CANISMO PROCESAL DE CONFORMACION, LO CUAL CON
UNA MATERIA DE ORDEN P{JBLICO:"....."

Antes de analizar lo expresado en el Dictamen, corresponde di

Ministerio Público es o no es parle en la presente acciÓn de i
en todc¡ caso, crnl es ia naturalez-a de su finción. Desde luego
Publico no es parte en el sentido de tener una pretensión propt
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nstitucional, lo es en el sentido de ser reprcsentante de la sociedad

I interés de la sociedad y por e1 control de legalidad'

aración paso a estttdiar la observaciÓn desde dos aspectos:

u¡ rnrenoceDENCIA DEL CUESTIONAMIENTO: No existe

existió una alteración al mecanismo procesal de conformaciÓn de

sala Constitucional que integramos como sustittitos de sns integtantes

naturales, por los sigrrientes motivos.

I.NO EXISTE UNA CATTSA DE EXCUSACION ESTABLECTDA

EN LA LEY QUE IMPLIQUE UNA ALTERACION AL
NTECANISLO PROCESAL DESUSTITUCION: La Cl'N', en su

arliculo 136 establece y en el primer apartado' establece que

..NINCUN MAGISTRADO JUDICIAL QUE TENGA COMPETENCIA

PODRA NEGARSE A ENTENDER EN LAS ACCTONES O

RECURSOS PREVISTOS EN LOS ART1CULOS ANTERIORES; SI

LO HICIESE INJUSTIFICADAMENTE" SERA ENruICIADO Y' EN

SU CASO REMOVTDO".

miernbro se ha integrádo conlorme arderecho. ,

EXISTE UN V;bTO LEGAL U,N '' 
ESTABLBCIM

rpNr) poR SAI';A Y POR MIEMBROS: El articulo¡

Se entiende de lo descrito en la norma constitLrcional que, el magistrado

no puede negarse nunca a entender inj ustificadametlte en una acción de

incánstitucionalidad, -v, entonces, se deduce que la causa de justificación

constituye, solo las causales de excusación previstas en la Ley' -v qtte

estas son solamente las previstas en el Art. 20 y en el 2l c P.c. solo estas

y ningrrna otra rnás constituyen caLrsa justificada. El arlículo 14 de la Ley
'LlsZiAl 

de Enjuiciamiento de Magistrados, constriñe al magistrado a

aceptar o .*.li*", solo por causa justi{icad¿' Entonces' no podria

upui*** de entender en el juicio mencionado en oontra de lo que

"rtublr.. 
la constituciÓn Nacional, por tant0, se deduce dc esto que la

integración se realizó conforme a derecho pues no existe no existió trna

alteáción al GRADO ni al TURNO a1 rnomento de la integración. Ante

el apar.tarniento de todos los Ministros de la corte suprema de Justicia,

sienio miembro del Tribunal de Apelación y que es el grado que lne

corresponde, por tanto, soy competente en razón del Grado' Este

rnagistrado tiene suficiente competencia e¡ razón del grado y en cuanto

el tirno también confonne 1o establece el Órgano que designa al sustituto

y el cual es la dependencia administrativa de la C.S.J (Secretaria de la

b.S..f.l, por lo que, si hubiese algitn error,, no me es imputable ni a

*nguno'd.losintegrantesdeestaSalaConstitucionalpuessegirnla
Coistitución Nacional solo debo aceptar o rechazar por car-rsa justiticada'

Esto deviene de 1a Teoría de los Actos Propios, pues el magistrado .ol9-.-..

acepta o rechazapor razoues fuil.{adas cuando el funcionario rle la L'.$:J.' . '
ir-u*'"t .*p.a;.nt" para,la integraclqn y' por tanto' no,pLtede resporrdef por

actos ajenos si es que fé trajeran rnai, pero el Tturo de Sala ¡' el Tunto de
. c -- - -. r^-^^r-^ Ír -'

nl
la

zO
.¡

:;.-



MIEMBROS DE LAS SALAS. REGTRA PARA LAS SALAS LO
DTSPIIESTO EN EL ARTICULO 3 INC. G DE ESTA LEY. I-AS
SALAS CONOCERAN EN LA RECUSACION. EXCUSACION E

IMPUGNACION DE EXCUSACION DE SUS MIEMBROS, DE

CONFORMIDAD CON LO PREVISTO EN LA LEGISLACTON
PROCESAL C]YIL EN MATERIA DE MAYOR]A E INTEGRACION.
Consecuentetnente nos remite al artículo 421 del CÓdigo Procesal

Civil, en el cual se establece que "SI NO PUDIERE LOGRARSE LA
TNTEGRACION CON MIEMBROS DEL TRIBTINAL RESPECTTVO
(LEASE C.S.J.), LA INTEGRACION SE HARA CON LOS

MIEMBROS DEL TRIBUNAL DE APELACION DE MENORES, EN
LO LAEORAI O EN LO CRIMINAL, EN ESE ORDEN, POR EL
MISMO PROCEDIMIENTO". En la nonna transcripta se establece la

sustitución por el otden de Grado y de Fuero, pero no de Turno de Sala ni
Tumo entre integrantes de la misma Sala. Además no existe una remisión
expresa a otra notma para este asunto en el Artículo l0 de la Ley 609,'95,

por tanto, no existe en las nonnas citadas la previsión legal para tealízat
la sustitución por el orden de Sala ni tampoco existe una norma que

estabiezca el Turno entre miembros de Sala. Y al no existir un relnisión
expresa a otra notma, para esta situación, significa que existe nn vacio
legal para establecer el Tu¡no de Sala y el Tunro de mierubros integrantes

de Sala. Pero las lagunas de normas deben ser llenadas de confonnidad al

Principio de Plenitud del Derecho, dado en cualquier caso no puede dejar
de serjuzgado un caso por falta de nonna y se llena de acuerdo al derecho

Usual.

Al remitirnos el artículo l0 de la Ley 609195 ai A¡ticulo 421 del C.P.C.

se establece el siguiente orden de Salas:

1)Apelación Civil y Cornercial, 2) Apelación de Menores, que

actualmente es el de la Niñez y Adolescencia, 3) Apelación Laboral, y 4)
Apelación del Crimen o en lo Pena1.. La Acordada en su Art.2ly su

remisión a la nonna del C.O.J, solo agrega Tribunal de Cuentas sin referir
el ordet

O sea, los sustitutos integrantes de la Sala Constitucional, son

competentes en razón del grado, por disposición legal. Son también
competentes por razón del Turno de Fuero al no señalarse ningún orden,

por lo expuesto en 1a Ley" Y, entonces, al existir un vació legal o laguna

legal en materia de Turno de Sala y de Tur-no de mietnbros integrantes, se

entiende que. se aplica. el Derecho Usual, por tanto, cuando el

funcionario de la Corte Suprema de Justicia que trae el expediente. al no

existir una nonna expresa, es que es competente el rrragistrado a qtrien le

traen el expediente y este el del Tumo de Fuero y de Sa1a, porque,

aderrás, el Tumo de Grado lo obliga a entender de conformidadr:: a la
Const it uc ión Nacional.

El Códieo Procesal Civil al cual nos remite el artículc l0 de

6A9/95, no establece cual es el orden de integración entre Salas

1, Comercial ni tampoco lo hace para Los otros fueros, por tanto,
no lo establece no existe la alteración del procedjmiento de 's
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la dependencia administrativa de la C'S J' quien establece ese

Salas, según el derecho usual. Entonces, donde la ley r.ro

, se entiende hay conducta permitida y no hay alteración de tumo

!s "i ¿e Twno entre miernbros de Salas' porque se ha obrado

e siempre se lo ha hecho' al existir un vacío lega1 en el a¡tículo

á. f"i--l.Cóllls que solo se limita a remitir al C'P'C''. en el que s<ilo

se establece el orden de Fuero' pero no de Sala'

e1 vacio legal en materia de l'lrno entre miembros hace q

{.. r, " \, ._ -1' . '¡ L_¡'.,i 1
. ¡, ..., 

. ""i.:. 
I .otj

Tarnpoco existe ni existió alteración del Turno de los integrantes de cada

i^i", p*t la Ley ó09/95 ni la norma de remisión tampoco no lo

establecen y, por tanto, se aplica la Corte Suprerna de Justicla aplica el

derecho usual.

El articulo 10 de la Ley 609/95 se retnite solo al 421 del C P'C. por el

que establece 1a forma de la mayoría y de la integración' y a ninguna otta

,ior*u, por tanto lo que no está dentro de estas norlnas, en materia de

orgunituciOn de la CS.J', no existe una nonna expresa y al e.xistir en

nJnoa solo sobre la sustituciÓn de grado y no sobre Sala ni turno de

integrantes de sala, se apiica el derecho Usual y es lo que se lrizo en estos

autos.

Sin embargo, el Art. 2l de la Acordada N" 464/07, se vnelve a1 Orden

de Sala pJro solo como "TRiBUNALES DE APELACION" y agrega
*TRIBLñAL DE CIIENTAS", al remitimos al articulo 200 inciso a) de

la Ley I'lg lg1,(.derogado en el punto por la Ley 609/95) en el cttal se

**uul*." q.,. , ;Los lt¡ctsrnaoos DE LA coRTE SUPREMA DE

JUST1CTA SERAN SUSTITUIDOS POR LOS MIEMBROS DE LOS

TRIBUNALES DE APELACION Y DEL TRIBUNAL DE CUENTAS Y

SUCESIVAMENTE'PoRLoSJLIECESDEPRIMERATNSTANCiA
YLOSABOGADOSDESIGNADOS"Enprimerlugar,porelprincipio
de Ley superioris, prevalece la Ley 609/95, por lo menos para este caso

[u. .i .ti".lf,co para 1a Corte Supretna de Jt¡sticia y es aplicable el

a,tlculo I ó ¿e ta Ley 609/95 que nos remite al articulo 421 de1 C P'C'

Empero, en esta norrna no se establece ei orden de cada fuero ni de cada

Sa1a, se refiere solamente a "Tribunales de Apelación" pero todos los

Fueros son Tribunales de Apelación y tienen el mismo Grado jerárquico y

no hay. menció0n a Salas. Pe¡o la norma o dice con cual TribLrual de

Apelación debe empezarse y dado que todos son Tribunales de

Apelación pr-retle ernpezarse con cualquiera, segirn el tumo que ten<iría la

Secretaría de la Corte Suprema de Justicia.

A esta altura catre pregtntar ¿Cuál es la norma transgredida para la

integración? En las nonnas seiialadas por el señor Fiscal Adjunto..Ilo *'.
exisie ninguna üonqa--Jransgredida porque-de heoho n::*itt1 ningruta I 'exlste lllnfluna nonna , UallsBlEurud purque (r! rr\'w'Lt "'a't?'i"* 'rl

, 1; -' " ,-..-,1 -. -i^ ,...^.*^,
nonna para el ltlnrb de Fue'ro, de Sala y de Inlegratltes de Sala' La' logrcil

;;;;d;;t 
"o,puede 

t,atei'tiansgresién de la norma qtte no existe' ' , 
t, 

"' i
La lagrrna notirrativa en rnatéria Turno de.Saia' e incltLso f?f "Ff.i::á: 

' 
-l;rgLrna nori]laiiva en Inaterla lurno de bala' e lncltlso 

Te/ f tttrtPl tt¡.J) i:

rcio legal en rnateria de l'(rrno entre miembro s hace^+f f/2 ¡$ft¡ry;;y! ;, . ' ,:i:
lcno Úsúat. que es el derecho pract¡cado co'r [r!tÍJél#9|Ffte'1,4-," ,-ii
na legal, j dado que la falta de previsión legal oUC{flC#dátf{pata\ ' ,rni'
. 1 t | 

-\. -r.,,....

c
á
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cubrir la sustitución no puede dejar de hacerse por falta de nonna
especitica, por lo que es razo¡rable que se utilice la forma usual de hacerse
y ésta es que la Corte Suprema de Justicia realiza usualmente para la '
integración, y en la que no interviene el rnagistrado de grado Inferior.'.
Gerreralmente el orden de Tumo por Miembro se realiza en consulta
verbal con el miembro y se va pasando de rniembro a miembro..Eso
siernpre ha sido así y, entonces, con el vacío iegal señalado. no puede

cuestionarse la validez de la competencia por tumo de Sala ni de

Miembros de Saia, sin apartarse de ia Ley.

3-LO USUAL EN LA FORMA DE INTEGRACION ES LO QTIE
DEBE APLICARSE: A¡te ei vacio legal debe aplicarse el derecho

Usual. El problerna es que a este caso que tiene cariz politico y se le está

dando ese tratamiento a una cuestiÓn netamente .iuridica. La pnLeba de

eilo es el misrno cuestionamiento a la integración realizada, pues la
misma se ha hecho conforme al desueh¡do o al derecho ttsual, y'
entonces, lo que sierupre fue lo regular en la integración, ahora se

pretende que es la excepción. llero, existen miles de casos anteriores de

integración en la forma realüada en este caso, pero ahora, por intereses

que no viene al caso tnencionar, se pretende que está mal realizada la
integración. Lo que siempre fue lo regular o nonnal en la integración,

solo ahora se cuestiona por ese interés politico. Para este caso que es

sensible políticamente, se lo quiere objetar, pero no puede prevalecer la

excepción a lo que es usual cnando no existe norma elipresa y' no puede

objetarse ahora si es que no existe urla tlortna e¡ipresa que regule la
integración de orden de Sala y orden de miembros de Sala.

Pues, en este caso, de la rnhibición de los todos Ministros de Ia Máxima
Instancia Judicial, y en sustitución de los mismos, se ha realizado por un

procedimiento que. desde siempre ha sido igual, pero solo este caso, que

es el pnmero que se cuestiona por una razÓn netamente política,
ernpujado por los intereses en juego sobre la cuestión de fondo. La
sustitución de Ministros de la C.S.J. es una cuestión netamellte

adrninistrativa de la C.S.J., pues al traer el expediente el funcionario de

la Corte Suprerna de Justicia al Miernbro del Tribunal, de cualquier
Fuero solo lo acepta o rechaza, y segrrn la regla de la Buena Fe Procesal-

es que se ha realizado colno corresponde i' de acuerdo al Art. 136. prirner
aparlado, conforme al cual, el rnagistrado solo puede dqiar de entender
por causa tustificada y la causajustificada solo puede ser la que establece
la l,ey. Ergo, entre las causales de inhibición, el cuestionamiento de

integración realizado. no está previsto. La integración de jueces de

Grados Inferiores para sustituir a los Ministros de la Corte. se ha

realizado en la forma que se ha procedido siempre (hecho comprobable,
pues solamente en el L-aso de Ycuá Bolaños se utilizó otra lbq,rna de

integración de Sala por Sala y miembro por miembro) y
Tribunal al acercársele el expediente para integrarlo, solo
o rechazarlo a trarés de la excusación legal, pero no nde
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el procedimiento adminisfrativo de sustitución a cargo de la

por tanto, obra de btrena fe.

runro de Miernbros de Sala.

Slra parte. en rnateria ile sustit*ción de magistrados [nferiores, en

án de inconstitucionalidad, existe un vacío legal en Turno de Salas ¡,

\

Dehechoexisteunvaciolegal'pues'parairrtegrarconlosrníembrosde
Apelación, se entiende es larepartición pertinente de la C S J', quien

usualmente remite el expediente a través de rn funcionario y la ley solo

impone aceptarlo de conformidad 136 de la c.N., si es que no exlste ulr

,notiuo de excusaciólr justificada en 1a Ley, y se entiende tal solo las

previstas en los artículos 20 y 2l del C.P'C' El afiiculo 136 de la C N'

i*pon. eI un DEBER CONSTTTUCIONAL al magisrrado del grado

Inierior al de 1a c.S.J. atender en rna acción de inconstittlcionalidad

cuando se apafian sus miembros natLnales y solo puede apaftarse por las

causales de inhibición previstas en el Código Procesal Civil'

4-NO HUBO NtrGLIGENCIA INIPUTABLI DE LOS

]IIAGISTR{DOS SI]STITTITOS EN EL CASO QIJE HUBIESE

HABIDO ERROR EN LA DBSIGNACION DEL TURNO: EN

cualquier caso, si hubo error' dicho error no me es imputable prres el

expediente se trae de 1a C.S.J. pam la integraciÓn v' entonces' no

perjudica el error ajeno, más aun cuando no hay negligencia tnía qtte me

sea imputable. Y no me es irnputable, pLres el procedimiento usual es qtte

el funcionario de la Corte S upretna de Justicia traiga el expediente y el

magistr-ado del grado que sea ( Tribunal de Apelación), debe ctrmplir el

arti"culo 136 de ia C.N. y éste solo debe establecer si tiene o no causal de

separación, por lo que' a1 inhibirse los Ministros de la Corte Suprema de

Juiticia, el magistrado tiene competencia en razón del grado y, en cuanto

al Turná. éste está baio el Control de la Corte Suprema de J'sticia, p*es

es el Órgano que remite e1 expediente a1 magistrado, por tanto' no exlsfe

NEGLIGENCiA tpfpUfAeLE de mi parte y de los integrantes de esta

Sala constitucional por separación de sus integrantes nattrales. No ertste

negligencia que le sea irnputable ptres el rnagisrrado qtre. recibp"fl'i.'
p.Jp.Lutu di designación solo debe limitarse a dar c.rnplirnietrto'al ' ;-.'1 .

mandato Constitucional y el error, en el caso que lo hubiere y {l}e !9 b :l, Ii,'i
ha-v-: no puede ser a cargo de quien solo acepta integrar ctlando letJraen el ' r ' .
expediente. La prueba de ello es que no exlste nrngrln stLtnaflo' '' ll
adminisnativo en la C.S.J., por mala integración. Caso contr#,iq ser¡ú' ' i;'tjr
hacer caer en una rrampa legal al magistratlo, en contra de la reg{aideqS' ',f:j
Btlena Fe' itlti: 

"t "':

NÑ:
.. \}rS\\\¡ É
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t\E:
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'n,-\fu"**-,-iffi
1)Apelación Ciiil y Corrercial, 2) Apelación de Menores,

es el!$e la Niilez y Adolescencia. 3) Apelación Laboral,



El Código Procesal Civil al cual nos remite la Ley 609i95, no establece

cual es el orden de integración entre las seis Salas de 1o Civil y
Cornercia-l, por tanto, si la ley no 1o establece no existe la alteración del
procedimiento de sustitución, pues es la dependencia administrativa de la
C.S..T.( por el derecho usual y el desuetudo) quien establece ese orden de

Salas. Entonces, donde la ley no dispone, se entiende la conducta
pennitida y no hay alteración de tüno de Sala ni de miembros porque no

existe la nonna que la establezca para la acción de inconstitucionalidad.

Entonces no existe ni existiÓ alteración del Turno de Sala

integrantes de cada Sala, pues la Ley no 1o establece, y no

norma de remisión.

Sin ernbargo, cont¡adictoriamente, en el Art. 21 de la Acordada N'
464107, se vuelve a ]{EFERIR al Orden de Sala, al remitimos al

artículo 200 inciso a) de la Ley 879 i91, en el cual se establece que :

..LOS MAGISTRADOS DE LA COR.TE SUPREMA DE ruSTTCIA
SERAN SUSTITUIDOS POR LOS MTEMBROS DE LOS
TRIBUNALES DE APELACION Y DEL TRIBLTNAL DE CUENTAS
Y SUCESTVAMENTE , POR LOS JUECES DE PRIMERA
INSTANCIA Y LOS ABOGADOS DESIGNADOS". En pritner lugar,
por el principio de Le1' sttperioris, prevalece la Ley, por 1o tnettos para

este caso y debe aplicarse la ley. Empero, tampoco en la Acordada de la

C. S.J. se establece el orden de cada Sala, se refiere solamente a

"Tribunales de Apelación' pero todos son Tribunales de Apelación en el

misrno Crado

Cabe reiterat que la Acordada del C.S.J. se refiere solo a los
"MIEMBROS DE LOS TzuBUNALES", sin indicar orden alguno en

materia de Turno de Sala, solo se tefiere al orden en materia de grado 
-v-

no de 'lurno de Sala ni de integrantes de Sala. Que la mencionada

Acordada 4ó4. en su artículo 21, ref,riéndose a la sustitución de los

Ministros, establece el principio de integraciÓn de que "DICHO ORDEN
NO INDICA PRELACION". Este es el pdncipio que siempre se ha

aplicado. (por lo menos de hecho) y debe aplicarse etr ei procedirniento de

sustitiición cualquiera sea el grado. Si el orden establecido nn indica
prelación en razón del Turno de Sala ni de turno de integrantes de Sala,

hace que se suponga que el Órgano competente de la C.S..I." ha revisado

el orden de sustitución y es así que ha llegado a esta magistratura. A las

nonnativas incoherentes sobre este tema, se sttma q e el afio la A
del año 2014, establece que el ordet de sustitución es el del articrilo,

del C.O.J., 1o cual es una contradicción con las diversas leyes al ci¡ár una

nonna derogada para cuestiones de la C.S.J. y, por ende, para la
inconstitucionalidad, pero que los magistrados Inferiores no I

resolver y les debe exilnir de responsabilidad por ese lrecho, po

funciór lesislativa. Al no existir coherencia normativa en el si

designación, el rnagistrado no puede ser el "Chivo Expiato
purgar supuestos errores que no le compete.

.Turidicalnente no existe nada cttestionable a la forura de

ni de los
existe otra

tinico enor mío es haber tenido la ingenuidad de
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se realiza diariamente.

e se llama "pelota tatál',( pelota de fuego) pero en rni vida

jamás rehui a mi responsabilidad constitucional del articrrlo

.N. y eso es verificable si es que se lo revisa las diferentes

,s ráizada en 12 años de mi camera, en las lntegraciones de

ffio.tunt. tener en cuenta ci.e, el magist'ado no pide c*brir la

sustitución, stno que es el órgano pertinente de la C S 'l'' i¡uien la

realiza, poi tanto, el magistrado solo debe atenerse a curnplir el artíotrlo

136 de la C.N. , bajo apercibirniento coüstitucional de que será retnovido.

en el caso de no liacerlo válidamente y las causa válidas solo son las

causales de excusación previstas en el C P.C.'

por otro lado, las múltiples contradicciones de flortnas sobre esta matefia,

crea la DLDA RAZONABLE a favor del rnagistrado qLte acepta la

integración, -v de ello cabe infbrir que se ha procedido conforme a

dere"cho y, más aún,, por el hecho de que es un funcionario de la c.s.J. es

quien le ttae el e*peáiente al rnagistrado,, y', entonces se €ntiende qtt: :'
i..i turno qu" ror.rérponde, porque es la C'S'J , (que es la encargada de
.,- ! 9l l tlfno qUC UOf tEspU uE' purque vJ r<'L v'Ú'J ' \\!rv vr

i 5 establecer el orden áe sustitirción), que ¡'a 1o h¿ revisado y el magistrado

s ¡ ¿.r,r. atenerse solo a culnplir el artículo 1 3 6 de la constitución Nacional

'É.r:; --
! r*gittt*J" sustituto, pit"t "t el órgano de la C'S J'' quien llev¿i el

= 
- 

', ,-- -r --^-,:-¡*r^ ,, -^¡ +.-tn rooli.za Al frálrlilc ¡le la desi¡macitin.expidiente al rnagishaáo y, por tanto, realiza el trámi1e cle la designatión'

El nragistrado acepta o rechazade acuerdo a1 deber que 1e irnpone el Afi.

13ó.C.N. v no se ocupa de las cuestiones administrativas'

Por otm par1e, el nragistrado' que está en esta situación' siempre tiene |a
..Espada cle Damoclei" sobre su cabeza, pues si 1a acepta o si la rechaza

está en una situación de enjuiciamiento, Io ctlal es sumalnente iliusto

tratándose de Magistrados de Grados Inferiores' que están bajo la

superintendencia di la C.S.J., conio sea, en este caso, la Perpetuatio

JLrisdictionis, ha dejado consolidada la competencia y no,pttede -ser

rnateria de cuestionamiento, puede en todo caso sería tln effor de derecho,

1 y que segítn el artículo 285 C.C. "el error de derecho no impedirán el

etecto de*tos actos licitos" y la integración se realizó conforme a derecho'

. b- EL EXCESO DE LA MBDIDA CAUTELAR: Aprovechanclo 1a

oportunidad cabe agregar algunas consideraciones^ sobre tu 
.tntd:{U'',,,.,..,

cautelar dictada y el supuesto prevaricato,, aunque no fiteron cuestionaqlif,l ii,]..'1:.

en el Dictamen del Ministerio Público. .r'.t, ,lt,': . :.

EJl cuanto al exceso.pn-ln'¡¡redida cautelar dictada en la acciÉnde -.], 
t i

inconstitucionalida4 al resp€ctq, cabe recoldar que por irnperio de l¡{tey,,-. ,' ' 
i

las rnetlidas cauteiares son MQDIFICABLES Y PROVISIONAbF$,.!.,, :.:.' .,' :i

por tanto, toda fneüida procesal tiene str rernedio procesal 
-9'Slttf"J, /l'tr. '¡,,'

cualquier Tercer$i Interesado, ei{ los tÉrminos del artíctrlo 76 C.PC'/ [/l /'/i
f 'ffpf/n.n,., *{b O*,:' rnt$'reución 

, 
en ese carácter v pl^lffi}|il{'

infjlrdJÁlmenre loihue correspodde sobre lo que cree que está mal' Vttllll'Dr, JUÁll CARI 0S



Medida Cautelar Modificable o Mudable, que no cansa estado y que

además es Provisional no puede constituir conducta arbitraria y tampoco

un mai desempeño si es que procesalmente no ha sido objetado por 1as

partes. En estas condiciones hablar de prevaricato es desconocer la ley
penal. El tipo penal objetivo requiere para el prevaricato que exista

arbitrariedad en una resolución y favorecimiento o perjuicio a alguna de

las partes y er una norma proüsional y modificable no puede habcr

conducta arbitraria, si es que aplicarnos el buen sentido dado que es

recurrible y modificable. El punto cuestionado de la medida cauteiar,

supuesto exceso, no puede tener la entidad de ser arbitraria, por ser

modificable y provisional y por ser solo cautelar 1', por tanto, no puede

favorecer o perjudicar a nadie y si alguien se siente perjudicado, debe

utilizar la via procesal. Tarnpoco existe el stlpuesto exceso, en las

palabras rnas o en las palabras lnenos, pues la única disposición cautelar

ha sido la de suspender el llarnado a Concurso, y no se dispuso otra cosa,

rnás que eso.

En concreto, segurarnente mi etror único ha sido acatar el artículo 136 de

la C.N.- para r.ivir en un Estado de Derecho.

solo .me retiero a estos telnas por la trascendencla que tlene el tef

inamovilidad de los magistrados del Poder Judicial y los efectos
la üascenoencla tiene tema de

que
refiero

tiene para la opinión priblica' lo cual hace que requiera esta aclaración

dado que sornos servidores de la ciudadanía y porque contra dicilos

ataques de sectores politicos interesados trataron de sembrar dudas sobre

los integracion de esta Sala Constitucional por inhibiciÓn de sus

rniernbros naturales, de cualquier fonna el cuestionamiento del Ministerio
Público es improcedente.

b)EXTEMPORANEIDAD DEL CUESTIONALIENT0: Y, por otro

lado, cotno lo expresa el propio Fiscal General Adjunto, en su Dictamen,

en el que sostiene que el Ministerio Público ejerce el Control de

Legalidad que le confiere la propia Constitución Nacional, por ende, el

rnismo está sometido a la ley, en igualdad de posición, y, entonces, desde

que el mismo mometlto que fue notificado, por primera vez, en el

expediente debió cuestionar procesalmente DENTRO DEL PLAZO percr

no lo hizo y dado que invoca tener el CONTROL DE LEGALIDAD, eso

lo hace parte en el serrtido que establece Ia Constitución Nacional -v-

tenia, por la función requirente del control de legalidad ya sefralada,

incoar 1os recursos procesales que cupieran por estar el mismo sometido

al Cr:ntrol de Legalidad que le faculta el orden juridico. El cont¡ol de

tegalidad obliga al Ministerio Público a respetar los plazos procesales al

cual está sotnetido y por tanto para cuestionar la competencia debe

hacerlo dentro del plazo al cual esta constreiiido de confonnidad a la Ley

La facultad de Control de Legalidad le autoimpone al Ministerio
sorneterse a la Ley en ipxraldad de condiciones, y eso significa que.

sornetido a los plazos procesaies al iguai que las

debió cuestionar dentro de1 plazo lo que dijo en
otras partes. En



J usticia
:1811'2011

A.CCIÓN DE INCONSTITUCIONALIDAD:
"GLADYS ESTER BARBIRO TIE FIODICA C/
ART. 19' DE LA LEY ó09/95 Y ARTS' 3" Y 5O

DE LA LEY 1634/00". AÑo: 2015 - N' 180ó.

precluido para e1 tnismo la oportunidad de hacerlo Tenia el

buscar lrn remedio procesal y jurisdiccional a slr

fl*iento, pero no lo hizo en el plazo debido' Estando sometido, en

lgualdad,'a los plazos procesales' debió, dentlo del térrnino'

I J cuestionar la Cornpetencia del Tribunal Sustituto, por la vía

al pertinente, pero al no hacerlo dentro del piazo legal ha dejado

consentida 1a competencia del Tribunal sustituto -v.- 
precluid. para el

rnisrno, el derecho úe hacerlo. Debió aunque sea intelponer un rectnso cle

aclaratoria, para que si hubiere algún problema e1l la tbrrra de

integación, pueda ser esttldiado juridicamente e 
.su 

oportullidad Al no

¡ace"rlo .n-pl*o, ha consentido y por el principio de ia Perpettlatio

Jurisdictionis, este Tribunal ya se considera competsrte. De lrecho el

Ministerio Pirblico presentó su Dictamen en cumplimiento de la vista que

se le corrie¡a de la acción y eso es aceptar la cotnpetencia y la

conrpetencia aceptada no puede despues ser cuestionada, más aun que

consintió ahora il llamado de Autos para Selltencia, con 1o cual delo

ii.*. fu integración de la Sala. El proceso es justatnellte para ordenar el

trámite y todós deben someterse a los plazos y el Ministerio Público teltitr

un plazo para pedir aclaraloria y no cuestionar fuera de plazo'

QLle la competencia, en los autos mencionados, ha quedado lirme por

todos los intirvinientes en dicho expediente, dado q'e antes se ha dictado

una Medida cautelar que no fue objeto de incidente o de algtrna otra via

recursiva por las partes o por algr"rn Tercero lnteresado (Consejo de la

Magistratura) en los térmlnos del artículo 76 inciso a) del Código

Procesal Civil, en cuya virtud "LOS QUE SIN SER PARTE EN UN

PROCESO TUVIEREN EN ÉL UN INTERES LEGITIMO' PODRAN

INTERVENTR EN EL MISMO CUALQUIERA FUERE EL ES]'ADO Y

LAINSTANCIAQUESEENCONTRARI.Nadiehaobjetadorradapor
la via procesal correspondiente' solo se ha hecho cuestionamiento por los

medios periodísticos. No io ha objetado la accionante y tampoÜo lo ha

hecho el Ministerio Pirblico y qtle colno custodio del Control de

Legaliclad le impone el deber de hacerlo en caso necesarlo en stl

opittunidad. Pero, tampoco el Consejo de la Magistratura' receptora <lel

Ofr.io qtle hacia tib.t la medida cautelar, ha cuestionado

,jurisdicciónalmente como Tercero lnteresado (Art 7ó del C P'C'' y' en
-cualquier 

caso, se ha operado una prórroga tácita por el.Turno 
:1 ,n:".,

habcrse articulado la declinatoria. No lo ha cueslionado ninguno de !OS"f1",";,.,

intervlnlentes o terceros interesados en dicho expedierrte' por lanto' se ha '':;\i,

operado, en el peor de los casos, una prÓrroga tácita de la competentlir.';-::'.., :...1

fo. rurOn del Turno de sustit'ción por no haberse ottestionado por ni¡lrur' '

orro magisftado y, una vez estabtlcida tu .o,r,p*"t".r"i.ü 
-;;r'i; *ltlü.. '',' 'i

entra a firncionar el principio de la Perpettatio Jurisdictionis.y síendo'las ; ; ilT:
cuestiofres procesales en razón del turno de carácter relatlvo, tlna'-lleu 

r,. llfl I
consolidada la corl$elencía' pues como nos señal

paraguayo, He
EXAMINE CONSACRA EL]'',FiNAI, i DEL ARTICULO $UlJ tr'xAI\4lNll Lut\rt\\ri\'¿{ -i ' ,

mrud/.plo DE E-A'?ERPETUATIo iuRlsDrcrtoNls", EN viRlul

"ü{i'i.

Dr JU¡ric¡nr.d$ehEDEs



ES ]NATACABLE TJNA VEZ QUE QUEDA CONSENTIDA O

ESTABLECIDA. La competencia ha quedado consolidada al ser

consentida, por ende, ha sido definitivamente fijada. El Ministerio
Público, dado que tiene la función requirente y e1 CONTROL DE
LECALIDAD, siendo patte necesaria de la Acción de

lnconstitucionalidad, debió, en ejercicio de esa facultad, y siendo que

tiene el control de legalidad, el rnistno está sometido a esa facultad y en

tiempo apropiado debio requerir alguna medida o recurso en relación al

ahora tardío cuestionamiento realizado en el Dictamen, qtle ya es

extemporáneo y debe ser rechazado.

CUESTION DE FONDO: Mi adhesión al voto que antecede, en cuanto a la

cuestión de fondo, o sea la inconstitucionalidad es en e1 mismo sentido al del

preopinante y solo me permito agregar algurras consideraciones, fiurdado en que

resulta exhaño que hasta ahora sea un problerna la cuestión de inanovilidad de los

Ministros de ia Corte Suprema de .Tusticia considerando que la ciencia del derecho

1o tiene resuelto estableciendo criterios para solucionar las antinornias y no existe

lugar a otras reglas ilrterpretativas. Solo cabe interpretar si las norrnas en cuestión

son prohibitivas o permisivas, pero la inconstitucionalidad se resuelve a través de

las reglas de las antinornias.

Esta situación de crearse una discusión sobre lo que es muy claro para la

-lurisprudencia pone en entredicho la calidad de ciencia al derecho. La solución de

antinomias es tan simple de entender de acuerdo a las Reglas del Derecho, pues en

normas de

antinomias

lnateria de acción de ilrconstitucionalidad, lo c¡ue se resuelve es la antinomia entre

rango Constitucional 1, otra de rango lnferior y son las reglas de

las que deben aplicarse y no las reglas interpretativas. La regla
aplicable es "lex superioris derogat inferiori". Esto es así en razón que ei concepto

de Ordenarniento Jurídico irnplica aceptar la unidad del mismo y eso liace que

deba superarse cualquier contradicción de nonnas. La unidad del sentido de las

noünas irnplica el deber de coherencia y la misma es una aspiración permalrente en

el ordenarniento jurídico.

En todo Ordenarniento Jurídico existen tres problemas concurrentes: el vacío

legal, la redundancia y las contradicciones o antinomias. En este caso, en una

acción de inconstitucionalidad io que se plantea es si dos noffnas que se

contradicen o en todo caso si sotr conffarias, la Superior, la norma constitucional y
la norma Inferior, entonces, cual es la que impera, pues no pueden ser validas al

nismo tiempo para ei mismo caso y para un mismo hecho. El problerna de la
antinornia, de naturaleza constitucional, al igrral que para las normas inferiores, se

estatrlecen criterios de soluciones de antinomias, basado en lo que establece la

ciencia juridica. Las antoni¡lias, según la ciencia del Derecho, pueden utiiizar tres

criterios para superarlas: El criterio cronológico, el criterio jerárquico y el criterio
de especialidad. En materia de acción
jerárquico de normas, y es la norma
antinornia, sobre las normas inferiores
137 C.N. Establece expresamente que

ES LA CONSTITUCION". entonces.

de inconstitucionalidad prevalece ef criteris
constihrcional la que prevalece, en, caso dé
por una razón dejerarquia, pues el.altipulo
..LA LEY SUPREMA DE LA REPUBLÍOA
t-- -^*^" r-t-.i^f-. ^,,- ^^rrlJ rru¡trr<¡J rrrr!rr\Jr\.J vuL LU
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bargo, en este caso, existe tarnbién un probletna de contradicciÓn

¿i 
'la 

rnisma jerarquía constitucional, porque la Constitución

t{;ffi"i ;;;" esre caso. establece dos normas. El afiículo 252 de la C.N. en el cLral

se dispone que "LOS MAGISTRADOS QUE HUBIESEN 
- 

SIDO

CORTE SUPREMA DE JUSTICIA SOLO (..,') CESARAN EN EL CARGO

CUMpLIDA LA EDAD DE SETENTA Y CINCO AÑOS".' implica que tma vez

nombrados no cesan a los cinco aios como los magistrados Inferiores sino que se

establece para los mismos un régimen de inamovilidad dif'erentes para los de

grados inferiores.. Lo magistrados de grados l1f"tt9*t'segirn el artículo 252 C N'

istabtece que ..LOS MAGISTRADOS QLrE flIBIESEN SIDO CONFTRMADOS

PoR DOS.PERIODOS SIGUIENTES AL DE SU ELECCION, ADQUIERF,N LA

TNNAMOVILIDAD EN EL CARGO HASTA EL LIMTTE DE EDAD

ESTABLECIDOPARALoSMIEMBROSDELACORTESUPREMADE
.IUSTICIA-. Esta clase de inamovilidad es diferente pero, en la última parte, se

reÍiere al régimen de inamovilidad para los Ministros de la C.S.J , entonces, debe

entenderse que estos írltimos tienen un régimen especial. Esta última es una noflna

proi¡¡¡ti* de inamovilidad en el cargo antes de lograr la segunda confirmación,

Irtientras que el arliculo 2ó1 establece que CESARAN solo por dos causas: ^luiclo

foiiti.o y i'abe, llegado a los 75 años de edad. No establece que cesaran a los cilrco

alios. Es unu no.lnu diferente y contradictoria al articulo 252C.N.. Que siendo

evidente que ambas normas esiablecen situaciones difbrentes detre resolver*,...1,1.,...

contradicción entre normas de la rnisrna jerarquía I ' 
-. 

"'*'

O sea de 1a lectüa de estas'dos normas constitucionales se intlere Q$!;e,fl,S!énr, ':

dos normas üf'erentes, pues en una,'para los de grados inferiores se disppneipara';r

adquirir la inamovilidad en el cargo por razón del tiempo^ se adQuierei¡on9 dos ,
corilinnaciones, tnienlras que para los Ministros de Corte Srtpretna esta$f/F. friF¡'

ierde validez, por lo menos, para el caso en cuestión ' porqLre la

de tna norma es otra norma supenor'

en el articulo 261 C.C. no tendría seiltid,o

CONF TMADOS POR DOS PERIODOS SICUIENTES AL DE SU

E.LECC]ON,ADQUIERENLAINNAMOViLIDADENELCARGO}IASTAEL
LIMITEDEEDADESTABLECIDOPARALoSMIEMBROSDELACORTE
supREMA DE JUSTICIA". En este caso también se aplica las reglas de las

antinomias. Entonces, cabe aclarar que esta nonna se aplica a los magistrados de

gruáo, irrf.riores al de la C.S.J., pero en esta misrna noüna, en 1a parte fina1, se

lstablece ¡n régimen especial p*u lot miembros de la Corte Suprema de Justicia,

a1 decir qu. ..i.1 
"uro 

d" la cbnfirrnación se aplica la nonna establecida para los

Ministros de 1a Corte Suprema de Justicia, 1o cual si5'nitica que Éstos tienen rln

régirnen especial de inamovilidad.

Efectivamente, el articulo 2ó1 C.M' establece que: "LOS MINIITROS DE

LACORTESUPREMADETSTICIASoLoPODRANSERREMOVIDOS
PoRJUtCloPoLlT]Co.CESARANENELCARGOCUMPLIDALAEDAD
DE SETENTA Y CINCO AÑOS''.

g
ü
i* Si la norma constitucional establece que los *"LOS MINISTROS DE LA

no cesan . a Lfico años sino recién a los setenta y cinco años

politico, d
cARt0$ pAftEDEs Bo¡rn¡¡

f..liembro



Si entendernos que existe antirotnia entre dos flormas constitucionales. Se

debe aplicar uno de los tres criterios previstos eu las ciencias jurídicas para

s¡perar la contradicción y de esta soio el criterio de especialidad que es la única

que puede aplicarse, dado que alnbas llorlnas son de la misma jerarquía y
cronglógicamente son contemporáneas. Entendido asi, la norma especial (artículo

2ól c.N.) previsto para los Mitristros de la c.s.J. prevalece sobre la norma general

prevista en el artículo 252. Es una cuestiÓn sistémica, y en todo sistema se

establece las reglas de relacionarnientos entre las pluralidad de normas. Si es una

cuestión sistérnica, debemos sinrplemente fijarnos que el articulo 252 C.C. está

dentro de la Sección I titulado "LAS DISPOSICIONES GENERALES"' y el

ar-ticulo 261 C.N. está en la Sección lI intitülado DE LA CORTE SUPREMA DE

JUSTICIA! la cual es especial para los Ministros de la C.S.J", entonces es una

excepción a la regla general y, ontonces, se aplica la norma especial por el criterio

de especialidad o Lex Specialis. La ciencia juridica establece que "T'F'X

SPECIALIS DEROGAT GENERALI". Norberto Bobbio, jurista italiano, en su

libro,.TEORIA GENERAL DEL DERECHO* nos explica el frindamento de esta

prevaleucia, al decirnos que 'I-EY ESPECIAL ES AQUELLA QUE DEROGA
UNA LEY MAS GENE.RAL. O SEA QUE SUSTRAE DE UNA NORMA UNA
PARTE DE LA MATERIA PARA SOMETERLA A UNA RECLAMENTACION
DIVERSA (CONTRARIA O CONTRADICTORIA). EL PASO DE UNA REGLA

MAS AMPLIA ( QUE ABARQTIE LIN CIERTO GENUS) A LTNA REGLA
DEROGATORIA MENOS AM PLIA ( QT'E ABARCA UNA SPEC1ES DE.L

GENUS), CORRESPONDE A UNA EXIGENCIA FUNDAMENTAL DE

.ruSTICIA, ENTENDIDA COMO IGUAL TRATAMIENTO A LAS PERSONAS

QUE PERTENECEN A UN MISMA CATEGORIA EL PASO DE LA REGLA
GENERAL A LA ESPECIAL CORRESPONDE A LIN PROCESO NATURAL
DE DIFERENCIACIÓN DE LAS CATECTORIAS. En otra parte nos abunda en

explicación,, al señalarnos que "LA LEY ESPECIAL DEBE PREVALECER
SOBRE LA GENERAL, PORQUE AQUELLA REPRESENTA UN MOMENTO

QUE NO SE PTIEDE EL]MINAR EN EL DESARROLLO DEI,
ORDENAMIENTO. BLOQUEAR LA LEY ESPECIAL ANTE LA LEY
GENERAL SER1A DETENER ESTE DESARROLLO". La tnayor jerarquia de los

Ministros de la C.S.J. esta establecida en la propia ConstituciÓn Nacional al

disponer q¡e la Corte Suprema de Justicia tiene la superintendencia de todos los

organismos. Por otra parte, es claro, que en la Constitgción Nacional el artículo
252 es una nonna general. porqtre está inserto en la SecciÓn I del Capítulo III del

Titulo II de la Segunda Parte de la C.N., intitulado "DE LAS DISPOSICIONES

GENERALES-', En tanto que ei articulo 26iC.N es una norma especiat'.g#q:rt"¡

los 75 airos. Es cierlo que los Ministros de C.S.J. son tambipn magis

son rnagistrados Ministros, los de Segunda ittstaucia son magistrados de

los de Prirnera Instancia son magistrados de Primera lnstancia y los j

GENERALES-" En tanto que el artlcttlo zbtU.N es una nofma especlal"Bofquq)'\
está en Sección Il del Capitulo III del Titulo II de la Segunda Parte de.{a.d.N.."t .1¡,

inrirulado *DE LA CORTE STJPREMA DE JUSTICIA". Es claro ef, ria¡+léie5 .',i

general del articulo 252C.N., en relación al articulo 2ó1 que es una nonrlá^étpigtq¡:i ' i
fara los Ministros de Corte Suprema de Justicia. Entonces, si esta últiSá l**il -.i

intrtulado "DE LA CORTE STJPREMA DE JUSTICIA"' Es claro ef e'a¡{éic5 ¡
general del articulo 252C.N., en relación al articulo 2ó1 que es una nonrlá^étpigtq¡:i ' 

i1

fara los Ministros de Corte Suprema de Justicia. Entonces, si esta últiSá riOrmF'' .ii
dice que los rninistros de la C.S.J. "SOLO ( .) CESARAN EN E4#SFS0I:,I.1¡
CUMPLIDA LA EDAD DE SETENTA Y CINCO ANOS" signific$:,aiiá..ú0";1r
prreden ccsar a los cinco años corno los otros rnagistrados silro porjuicio $OlÍtico o .;íi

-:-r- -..^ l^^ rt:-;^¿-^^ ..|^ /t ( | -^- +-*L;¿- ..^.';"r..üJr'-^'+il': .l'
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.t\ como Jueces de Paz y entre estos magistrados' la Constitución
Suprema deasigna una SecciÓn especial" para los Ministros de Corte

tanto la noüna que prevalece es la especial.

futio..u¿u la contradicción entre las dos nonnas constitucionales de la misma

iquia' ,esolta claro que para 1os Ministros de C.S.J. prevalece la norma

"rp".iut 
prevista en e1 artículo 261 C.N.. Entonces, la cuestión es muv sitnple, pues

si la norma lnf'erior atacada de inconstitucionalidad es contraria a dicho aftículo

inconstitLrcionalidad

zotc.NI., pues no se aplica el artículo 252 C.N. rt prevalece ésta y sobre sr"ralqtrier

no.ru i";*..quia inferior, y lo es porque es contradictoria a Ia misma. Entonces'

se resuelv;n doi contradicciones. Lá pritnera contradicción lesuelta es entre ei

arliculo 252C.N. con relación al arliculo 261 C.N.. La segunda contradicción

resuelta es Ia del articulo 261 con relación a las nortras infbriores atacadas de

Que siendo así, me adhiero ai voto que antecede en ctlanto al sentido y

.,uo".l y, por en¿e, ¡acer lugar a la acción de inconstitucionalidad y la

inaplicabilidad de la nonna inferior para este caso'

En cuanto alos Alts.3" y 5" de laLey 1634/00, en los términos establecido

Ley rnodif,rcatoria, 5336/201,, me adhiero igualmente a1 voto del colega

Cuestiones Preliminares:
Antes de abocarme al estudio de la cuestión de tbndo creo lmportante

puntualizar los siguientes aspectos:

EnprimertérmilrolorelacionadoaldictamenN.lTg4defecha23de
diciembre de 2015, de la Fiscalía General del Estado, y clue textualmente dice: ""'

No se observa irrelularidad algu¡a en la integración de";; Sal

Constitucionplf! 1a Corte S'uprerna de Justi,cia. En et-ecto, a fojas cientotq*S!g,

",**n\Li::111.1' 
) uce la providencia tirmdda por el Secretario Judicial de

nE¡Esgofioor lVlfi I It ,' ', .

com| punto prelintinat de aruilisis se cr¡nsidera neL'c.\ttnj (Yp.) t:r '\tt üxqcü()

su,stan"cial en lo qtte refiare al Contrt¡l tle legalidad procesti, t¡ua reuli:a et

Mini.rtcrir¡ l'úhliu,, ¿n la tramitactón de la presente ttcción de inconttiltttionati¿latl'

!- que t4rctrdü reluciótt al procetlitniento aplic:ado pata la integractón dt la sala

(i¡¡tstitycional en actuac¡ón a la inhihición de la tatslitlt¡d de l¡¡s A'linisiro.\ d.e,,ltl,,,,

lixcma. Cefie Supretna tJe ,lttsticia. Sobre el üsu¡tlo, cr¡nsidera esla tepretefi.tüL'tl4 ,'-i
.fiscal t1ue, para"lu irxtegructí)n rJe la sala constintcional, ¿lehieron.ohsery'-!¡tse !q:',',' ,'nrrn 

o., p:rivista, en kx artía r¡s l() d9 la Ley No 609¡'95, concntdante yioV! e! A1t '-
nrrro.rprevisrasenlosartía r¡s l0tlelal,eyNo6l)9.95,umt'ttnlttnte¡¡,*.,e,1-4!; :-'i;,

J2l tJet't:rjaig,t j,roccsal (ivit y.criñ el'Ar!. 2l ¿le la At'¿¡rdatla N" 161 {uJeUl¿a 
2.ú ,:i

dt, juttio rl, illf . !t¡;; cualc,t rrlobl"trn el m,t'cani.s¡nt¡ proc'csa! tlt +'ottlbffyt.;¡óil, lrt I l

cuil u¡nttittt-t,c ttna ¡natertu dy irden púh\i¡ 
[t 

, 
,,, , nt],ll



Constitucional, Abog. Arnaldo Levera: " hahiéndose inhibidr¡ los Ministrr¡s

Doctr¡res Antt¡nio Fretes, Gtadys Bareiro de Módica, Miryan Peña Candia, Miguel
()scar lJaiac Albertini, ,losé Torces Kimtser. SindulJb Blanco, Alicia fleafriz

[]ucheta rle C.orca, Luis l'{aría Benílez Riera y Cesar Garay, intégrase lu Sala

Oonstitucional eon lo.t Doclorcs Juan (.1. Paredes, Carmelo Castiglioni y Fulvru

Núñez. respect¡vamcnte pard enft.nder en eslos autos. Noti'fírpese por Cédula "

E¡ ese afán, cada uno de los Miembros afectados en el orden mencionado

procedieron, previo análisis de la cuestión a aaeptar integrar la Corte Suprerna de

iusticia, Sala Constitucional, para entender en estos autos, en cumplimieato del

mafldato constitucional establecido en el Art. 136 de la Constitución Nacional' que

establece: "De Ia Competenciu y de la responsabilidud de los rurgistrados. Ningú4

xngistrad| .iutlicial quc tetxga competencia podrd negarse a entender en las

acc¡opes 0 rccursos preyislor en los artículos anteriores: si lt¡ hiciese

inlustilicadatncnte, serd eniuiciado y, en slt cttso renx¡vid¡¡..."

En ese contexto, el Magistrado debe analizar dos presupuestos: a) sr se

encue¡tra o no dentro de las causales de excusación previstos en el Art. 20 del

C.P.C., que le imponga el deber de excusarse o alegando otros nrotivos de

excusación prevista en el Art. 2l del C.P.C.: b) verificar si quien 1e precede se ha

apafiaclo correctamente. Entre la-s causales de excusación previstas en el fut- 20 del

ioaigo Procesal civil, no se halla contemplada la forma de integración de salas y

no eiistiendo otras causas que le impongan abstenerse de conocer en el juicio,

corrforme lo dispone el Art. 2l del C.P.C.

El magistrado a-l momento de prestar juramento, se compromete a cumplir y

hacer cumplir la Constitución Nacional y las leyes, y en ese sentido y al no haber

ningún tipo de impedirnento legal he aceptado integrar la Sala Constitucional para

entender en la Acción de Inconstitucionalidad planteada.

En el punto cabe resaltar que no se produjo alternación al mecanistro

procesal de integración por parte de 1os Miembros de la Sala Constitucional así

integrado. Los colegas que me precediefon ha¡ explicitado el mecanismo de

integraciólr previsto- por lo que no es necesario volver a referitme a la modalidad

empleada. Sin ernbargo deseo mencionaf que la forma de integración que nos

ocupa siempre se implerrentó, como ejemplo tenemos el Acuerdo y Sentencia N"

246 de fecha 17 de mayo de 2000, recaído precisarnente en una Acc.ión de

Inconstitucionalidad contra el Art. 19 de la Ley 609195.

En segrurdo lugar, por su importancia, señalo que las lnedidas de suspensión

de efectos son de carácter accesorias, con rcspecto al principal, deriva de la regla

contenida en el Art. 18 de I Código de organización Judicial, que establece la

Cornpetencia del Juez que debe conocer y decidir en el juicio principal y no

signilica prejuzgamiento sobre el fondo de la cuestión debatida. Etr este sentido el

¡it. r¡z del código Procesal civil, faculta al Juez, para evitar perjuicios o
gravámenes innecesarios al titula¡ de los bienés" disponer una rnedida pre

distinta de la solicitada o limitarla, teniendo en cuenla la importancia y na

del derecho que se intentare proteger. En los mismos térmipos podrá co
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elares de acuerdo con las disposiciones del C P C Corno ptrede

autos, teniendo en cttenta la naturaleza ds la Medida de Suspensión

spuesla y la norma señalada fue dictada dentro del ordenamiento legal.

f "Cuestión de Fondo: La Ministra de la Corte Suprema de Justicia, Dra.

Gladys Ester Bareiro de MÓdica, promueve Acción de Inconstitucionalidad contra

el Alt. tt) de la Ley N'609/95, "Qne organiza la Corte Suprerria de Justicia'y

contra los Arts. 3 y 5 de la Le1" N' 1634i00.

La accionante alega que el artículo 19 de la Ley 609i95 y 1os artículos 3 y 5

de la Ley 1ó34, "cu1a inaplicabilidad peticionó de contbrmidad con las

disposiciones de los afiículos 550 y 551 y siguientes del C.P.C., por declaración de

inctnstitucionalidad, mi parte considera contra¡ios a la Constittlción Nacional" por

no ajustafse a derecho, alhaberse apartado flagrantemente de las nonnas esenciales

del órdenamiento juridico que recolloceu jerarquía Constitucional. vtllnerándose los

derecltos adquiridos" y ftlndzunerlta in extenso stls pretensiolles

At ilxttto, me perrnito tra¡scribir lo dispuesto por el articulo 252 de la

constitución Nacionái que dice: "De lu insmovilidud de los Mugistrutlos' {os

Magi.straclos son inano,r,¡bles en cuüÍxÍo al cargo, a la sade o ul gtado, ¿luranle ul

téit¡ntt para e! cual Jiteron nombratlos. No pueden ser trasla¿latlos ni asceruli¿ltt't

.r^in su ionsentimiento previo y expreso. Son designaLkss por periodos de cinc'o

años. a r:ontür de ', nr,rilrroiricnio. !'r¡s Magistradrt's t-,ue huhiestn si&t

confirntatlos prn dos ¡teriotÍos siguienles al de su elccción, adtluirirán la

¡nÁovilida¿t ei el cargo ha,sta el límite cle edad estahlecich para los Mittistos dc ttt

Chrre Suprexra tle Justicia. " Y del Aft.26l de la rnisma nonna, qtte reza'. "De lu

remociói y cesación ¿e los Ministros de Is Corte Suprema de Justicin, lot

|¡4intslrost]t:la(]urtesupremadeJu's|iciasólopuaden'ttrri'|tttlt'idtnptlr.¡ttit'itl
pr;!íiico. Oesartin en al cargo cumplida la edad de 75 añt¡t ,'

El Art.252 del mencionado cuerpo normativo, se retiere a la inarnovilidad de

los Magistrados, en el ejercicio de su función jurisdiccional, (Camaristas' J ueces),

en el cóntexto del refbrido articulo, se observan elementos qtte nos llevan a esa

interpretación, ejemplo: "... solt inamovibles en cuanto al cargo" a la sede o al

gradb... no puid*n ser trasladados ni ascendidos sin sLt consentimiento,

idquiriran la in¿ulovilidad en el cargo hasta el limite de edad establecido para los

Ministros de la Corte Suprema de Justicia". Resulta obüo que no se refiere a la

inamovilidad de los Ministros de la Corte Suprema de Justicia, pues estos no son

pasibles de ser trasladados, ni ascendidos, la sede de stls funciones que les

iorrespoilde como integrantes de la Corte Suprema de -lusticia, es el asiento de ttno

de los Poderes del Estado - el Poder Judicial - la capital de la Repírblica.-

El Art. 2ó I de la Constitución Nacional se refiere especialmente a 1os

Ministros de la Corte Sr¡prema de Justicia y del contexto surge que sóIo pueden ser

femovidos por juieio político, y que cesarán en el cargo cumplida lq edad de 75
t rl J

años. Como corolario se tiene que lcls Ministros de la Cofie Sryle/rfa,dfr//Ltstrcn

son inamovibles desde el momento mismo de su nornbramie"'P:Iffr/'ffrrnite de

edad dispuesto en la Carla Magna W l./LLf



En atención a las reglas de interpretación sistemática, sostengo la tesis de la

inamovilidad dispuesta en el Art. 261 de la Constitución Nacional. En ese sentido

la preeminencia del citado articulo; si existiere alguna contradicción entre ios A¡ts.

Zai y 261 de la Constitución Nacional, siendo del mismo rango, debe prevalecer la

norma especial sobre la generai. Iln el caso que nos ocupa las disposiciones del Art.

252, están contenidas en el Capitulo tll del Poder Judicial, Sección I, De las

Disposiciones Generaies, y por su parte el Art.261 está en el Capítulo III del Poder

Judicial, Sección II de la Corte Suprema de Justicia. Según criterio de especialidad,

la nonna especial debe prevalecer sobre la general. Sin lugar a dudas para la Corte

Suprema de .lusticia rige la nonna contenida en esta parte especial. Por tanto, la

disposición enunciada en el Art. 2ói- debe ser aplicada patala inamol'ilidad de la

Corte Suprerna de Justicia. En ese sentido podel'nos ooncluir que los Ministros de la

Corte Suprema de Justicia adquieren inamovilidad desde el tnismo molnento de su

nombramiento.

En reiterados fallos: Acuerdo y Sentencia N' 222 de fecha 5 de rnayo de

2000. Acuerdo y Sentencia N' 2,1ó de fecha [7 de rnayo de 2000; Acuerdo y

Sentencia 1149 de fecira 26 de noviembre de 2000, esta Corfe ha sostentdo qtle un

Ministro de Ia Corte Suprema de Justicia es inamovible en su cargo desde su

designación hasta el limite de edad de 75 años, estatuido por el Ar1. 2ól de la

Constitución Nacional.

En atención a las consideraciones vertidas, soy del pafecer que corresponde:

a) HACER LUGAR a la acción de inconstitucionalidad promovida por la Dra.

Gladys Ester Barreiro de MÓdica, con relación al Art. 19 de la Ley N" ó09/95 "Que

organiza la corte suprema de Justicia" y en consecuencia, declarar la

inaplicabilidad de dicho articulo con relaciÓn a la accionante, estableciendo que el

término de su funciól corno Ministra de la Corte Suprema de Justicia' se rige

inlicarnente por el Art. 2ó1 de la Constitución Nacional.

b) No hacer lugar a la acción de Inconstitucionalidad contra los Arts. 3" -rr 5" de

la Ley 1634- en ios ténninos establecidos en su Ley modificatoria, 533ói2015, por

las razones y con el alcance explicitado en ei exordio de la presente resolución.

levantarniec) Habiéndose resuelto la cuestiÓn de fondo, disponer el

medidas cantelares establecidas en el A'[' N' 3095 de fecha

2015. ES MI VOTO.-

Con 1o que se dio por terminado el acto, firmando SS.EE., tolo por

que certifico, quedando acordada tencia quej famente sigue;

Ante lní:

^t ^,^!r,kf,,/,n^r^Mi€m5F düi IriúunalCe Aoelac¡.4n de ta

Í,-s

i¡

1l de

1,9:\
Lilr

Niñei'),ia Adclescencia de la Cápitai Il, JlrAll



ACCIÓN DE INCONSTITUCIONALIDAD:
"GLADYS ESTER BAREIRO DE MODICA C/
ART. 19'DE LA LEY 609/95 Y ARTS. 3O Y 5U

DE LA LEY 1ó34100'. AÑO: 2015 - N' 1806.

SENTENCIA NUMERO: .A.fr..........

Corte Suprema de Justicia
Bicentenar¡o de la lndeperdencia Nac¡onal: 1811'2011

Asunción, gt de febrero de 2.0 ló.-

VISTOS: Los méritos del Acuerdo que anteceden, la

CORTI SUPREMA D[ JUSTICIA
Sala Constitucional
RESUELVE:

ER LUCAR a la acción de inconstittlcionalidad prornovida por la Dra'

Bareiro de Módica, con relación al Art. 19 de la Ley N" ó09/95 "Que

la Corte Suprema de Justicia" y en consecuencia, declarar la
ilidad de dicho artículo con relación a la accionante, estableciendo que el

o de su función como Ministra de la Corte Suprerna cle Justicia, se rige

irnicamente por el Afi. 2ó1 de la ConstituciÓn Nacional.

NO HACER LUGAR a la acciÓn de inconstitucionalidad contra los Ans. 30

y 5o cle la Ley 1634, en los términos establecido

5336i2015, por 1a razones y con el alcance explicitado

resolución.

DISPONER el levantamiento de las medidas cautelares establec el A.l
N" 3095 de f-echa 1l de diciembre de 2015 de confonnidad a lo resuel los

en su Ley rnodificatoria,
en el exordio de la PPdsente

apaÍados lo y 2'de la presente resoluciÓ

ANOTAR, registrar y notificar

Ante rní:

[,!iernu! ! oei¡folunal de

Nrñrz l Ia Adoic:cenc'8 de lé

Alt,ta.,tr"r:,:
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